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  Prefacio a la segunda edición




  Agradezco a los lectores el éxito de la primera edición de Reflexiones

sobre el liberalismo (Ediciones Nueva Visión, mayo 2007) si ello se evalúa

por el rápido agotamiento del primer tiraje de 3500 ejemplares, inusualmente

elevado en nuestro país para este tipo de libros. Precisamente eso,

así como las muchas solicitudes de interesados en hacerse de un ejemplar

infructuosamente, han constituido estímulo para la emisión de la segunda

edición. A propósito de esta, aprovecho para expresar lo que me abstuve

de hacer en la primera. Medité mucho antes de sumergirme en la apasionante

actividad de investigar y escribir sobre un fenómeno tan complejo y

trajinado en las ciencias sociales —sobre el que creía saber algo y realmente

ignoraba casi todo— respecto del cual existen incontables opiniones de

eruditos y legos, pero tuve presente la atinada reflexión del eminente historiador

inglés Paul Johnson, quien expresara en su memorable Historia de

los Estados Unidos que «redactar un libro es la única manera de estudiar un

tema sistemáticamente, y con el empeño y la minuciosidad que merece».




  Cuando decidí iniciar la investigación, elaboré un esquema general

de trabajo que fui descartando en la medida en que revisaba la copiosa

bibliografía sobre el tema y hacía las consultas pertinentes, tal era mi ignorancia

sobre lo que indagaba. El esquema final, pues, no guardó parecido

alguno con el primigenio. Tardíamente debo agradecer al extinto doctor

Miguel de la Madrid, expresidente de México e inmediatamente después

del Fondo de Cultura Económica, por haberme facilitado el acceso a la

amplia bibliografía de esa prestigiosa editorial que empleé en mis consultas.




  Resulta relativamente fácil escribir sobre lo que nadie o pocos conocen

y extremadamente difícil hacerlo sobre tópicos polémicos que vienen

ocupando desde hace centenares de años, en medio de insondables y a

menudo irreconciliables posiciones, las reflexiones de filósofos, historiadores,

sociólogos, políticos, cientistas sociales en general y opinantes del

común. En eso consistía el reto, posiblemente también el atrevimiento y

el riesgo de adentrarme en un tema y no hacerlo a la altura que su contenido

exigía. Como si fuera poco, a ello se añadían circunstancias de orden

personal por haber sido desde mi adolescencia un activista político, luego

dirigente partidista a dedicación exclusiva, así como parlamentario en

legislaturas regionales, nacionales e internacionales, siempre inmerso en

las polémicas y fragores que tales actividades conllevan. Todos esos hechos,

obviamente disuasivos, me hacían temer que se soslayara la imparcialidad

valorativa ante todo cuanto pudiera expresar, mediante la palabra oral o

escrita, uno de los muchos disputantes de la ardorosa política venezolana,

aunque se tratara de un tema no directamente incluido en los ajetreos

partidistas. Si en esas actividades las posiciones obedecen siempre a la rivalidad

y a la pasión, sentimientos ambos que comprometen la objetividad,

era de esperarse que los truenos cayeran también sobre la iniciativa de una

investigación cuyo único propósito era contribuir a la mejor comprensión

del fenómeno más importante de Occidente en los últimos cinco siglos.




  Para mi sorpresa, Reflexiones sobre el liberalismo contó desde el principio

con opiniones sumamente favorables, y diría que hasta con elogios

desmedidos, tanto de académicos como de simples lectores ajenos a la

docencia universitaria y a la actividad política, y eso me ha significado

motivo de legítimo orgullo. Adversarios políticos irreconciliables, entre

ellos renombrados profesores universitarios de quienes en mi prolongada

actividad pública solo he recibido críticas ásperas en cuya valoración

nunca me detuve, se dieron una tregua para elogiar el contenido de esta

investigación tan compleja como el tema mismo que abordaba. Debo

agradecerles sinceramente su hidalguía por reconocer el esfuerzo y haber

hecho un inusitado paréntesis que me halaga especialmente por provenir

de quienes proviene.




  Críticos de buena fe han celebrado el texto pero me han expresado

que es «un poco largo», y aquí debo manifestar que asumí el riesgo calculadamente:

sacrifiqué la concisión, ciertamente, para ganar en claridad,

haciendo muchas veces abundoso el contenido en beneficio de la comprensión

del lector no especializado y para la debida intelección de un

fenómeno como el liberalismo, en el que se hallan implicados innumerables

tópicos que, a falta de explicación detallada, ameritaban las consultas e

indagaciones colaterales que el lector común no se permite. El que escribe

solo para los especialistas no resulta comprendido por el común; en

cambio, quien escribe para el común es comprendido por el especialista.

En cuanto a la longitud, también podría repetir la afortunada respuesta

de Harry Sinclair Lewis a su editor, en 1923, cuando este le reclamaba

«cortes» a su celebrada y voluminosa novela Fuego otoñal: «Anímate y

recuerda que todos los libros de buena venta son indecentemente largos».




  Jules Michelet, el brillante historiador de Francia, a propósito de

críticas hechas a su apasionada obra, expresó que «el historiador que se

propone desaparecer al escribir, que aspira a no ser, no es en absoluto un

historiador», advertencia que creo válida para cualquiera que escriba con

pretensiones asépticas para disimular su propia posición ante el tema que

alude. En el prólogo a Mi vida, ensayo autobiográfico, Trotski, quien vivió

hasta su muerte como un radical fervoroso e indoblegable, anotó que «así

como el revolucionario más intransigente no puede volver la espalda a

las circunstancias de lugar y tiempo, el polemista más fogoso tiene que

guardar las proporciones de las personas y las cosas». Si bien me propuse

no desaparecer al escribir Reflexiones sobre el liberalismo, procuré siempre

ser objetivo y fundamentar mis puntos de vista, a veces a favor y en ocasiones

en contra, respecto de un tema apasionante y controversial ante el

que cualquier neutralidad resulta imposible.




  Para esta segunda edición, he tratado de salvar errores de la primera

y las infaltables travesuras de los duendes de la imprenta. Efectué correcciones

en los signos de puntuación, incluí y excluí cursivas, hice mejoras

de sintaxis y ortografía, reordené algunos párrafos y citas bibliográficas,

introduje algunos comentarios y citas, muy pocos en realidad, que mejoran

el texto sin modificar el fondo de la versión original. Las carencias y

equivocaciones de este trabajo, que seguramente son muchas, son obviamente

de mi exclusiva responsabilidad.




  Introducción




  ¿Será cierta la expresión de que no hay nada nuevo bajo el sol o aquella

que afirma que todo ha sido dicho y escrito? Desde luego que no.

Aceptar como verdaderos esos lugares comunes citados frecuentemente

en el coloquio popular significa negar toda inventiva y progreso humanos

y equivaldría a admitir que el mundo se halla estancado en medio de

sus conocimientos y experiencias. Sí es cierto, en cambio, que el debate

contemporáneo sobre lo social, lo político y lo económico, aunque pocas

veces nos percatemos de ello, está bajo la permanente influencia de ideas

formuladas hace siglos y de obras escritas hace cientos de años; muchas

propuestas que nos presentan como novedosas en realidad fueron formuladas

en épocas remotas por pensadores que parecían olvidados y cuyas

ideas repetimos incesantemente sin saber el nombre de quien las expresó

por primera vez; ideologías del pasado resurgen repentinamente cobrando

importancia muy especial y, con cierta periodicidad, filósofos, sociólogos,

economistas, politólogos, estadistas y líderes políticos rescatan fórmulas

y propuestas arcanas, desempolvándolas del olvido en que habían caído,

buscando en ellas soluciones mágicas. Poco pensamos en el hecho nada

trivial de que las teorías sobre la sociedad, el Estado, el gobierno, la separación

de poderes, la propiedad, las relaciones económicas, la producción,

el comercio y las relaciones internacionales más trilladas en la actualidad

fueron planteadas por algún pensador del clasicismo grecorromano o del

Medioevo, del Renacimiento o de la Ilustración, y en su momento se

aplicaron exitosamente o fracasaron, se agotaron o simplemente no resolvieron

nada, por más que sus cultores contemporáneos afirmen que en un

primer momento fueron desnaturalizadas o se aplicaron indebidamente.

El liberalismo es un caso típico.




  Jean Touchard afirma que «liberalismo», «socialismo» y «nacionalismo»

son las palabras clave del siglo XX y Giovanni Sartori llega a una

conclusión parecida cuando expresa que la confrontación política de los

siglos XIX y XX se sintetiza en cuatro temas o denominaciones que son:

el liberalismo, la democracia, el socialismo y el comunismo. Nosotros

añadiríamos algunos fenómenos de hoy, tanto o más influyentes que las

ideologías, como la informática, las comunicaciones y la globalización.

Sin embargo, los temas o denominaciones en los que coinciden Touchard,

Sartori y otros estudiosos de las ciencias sociales no sintetizan, ni siquiera

reducen, el debate político, que es mucho más amplio y complejo; no

agotan la temática ilimitada de las ciencias sociales, sujetas a una infinidad

de análisis e interpretaciones. Cuidémonos, por tanto, de caer en

simplificaciones cómodas.




  A partir de las décadas de 1920 en Italia y 1930 en Alemania, surgieron

el fascismo y el nacionalsocialismo (corrientes que resultaron de

combinaciones de diversas doctrinas filosóficas, sociales, económicas y

políticas aplicadas a las realidades particulares de la Italia y la Alemania

de la época), que ejercieron influencia general y determinante hasta la

derrota de las potencias del Eje en la Segunda Guerra Mundial. Nadie

habría podido predecir entonces que, al cabo de pocos años, se produciría

la resurrección de esas ideologías, cuyos agentes fueron responsables de la

matanza más espantosa de la humanidad. Poco tiempo después de que la

opinión universal se enterara hasta en sus más espeluznantes detalles de

lo que significaron el fascismo y el nazismo; de cómo fueron envolviendo

a los países donde surgieron para luego extenderse precisamente en el

continente con mayor desarrollo cultural del mundo; de su manera de

imponerse a través del terrorismo y la violencia, primero reduciendo y luego

eliminando sistemáticamente todo vestigio de oposición; en fin, después

de que el mundo conociera el macabro balance de la última conflagración

mundial y creyera que la pesadilla había quedado atrás, resurgieron de sus

cenizas denominándose neofascismo y neonazismo.




  Más recientemente, apenas el mundo superaba su estupefacción

por el desplome abrupto de la Unión Soviética y del socialismo real en

los países de Europa del Este y por el consiguiente cataclismo económico

y social que ese derrumbe produjo, repentinamente surgieron movimientos

neocomunistas capaces de efectuar movilizaciones, encabezar manifestaciones

de protesta, participar y ganar elecciones democráticamente

y recuperar en breve lapso apreciables niveles de influencia en escenarios

políticos abiertos y en colectividades en las que hacía muy poco tiempo

habían sido literalmente liquidados. En las elecciones italianas de noviembre

de 1993, neocomunistas y neofascistas prácticamente coparon las

preferencias electorales, triunfando en las más numerosas e importantes

alcaldías, materialmente barriendo del escenario a los democratacristianos

y socialistas quienes, más los primeros que los segundos, habían

dominado la política italiana desde la conclusión de la Segunda Guerra

Mundial. Como lo demuestran numerosos ejemplos históricos, ideologías

que parecían haber concluido su ciclo de vigencia, algunas consideradas

curiosidades históricas, auténticos fósiles de la arqueología política, en

realidad no habían desaparecido sino que subyacían como en estado larvario,

en una especie de situación latente para resurgir inopinadamente.

Se trata, en palabras de Guy Sorman, de la «modernidad de las viejas

ideas». Por mucho que se afirme que una idea en un marco distinto no

es la misma idea, no caigamos en la celada de considerar nuevo lo que no

es tal: el neofascismo, el neonazismo y el neocomunismo son lo mismo

que el fascismo, el nazismo y el comunismo en tiempos diferentes y con

protagonistas distintos.




  El caso del liberalismo es particularmente interesante. Su existencia

ha sido investigada y analizada desde sus orígenes, a través de su dilatada

y sumamente compleja evolución, pasando por su época de esplendor en

el siglo XVIII y posterior decaimiento a mitad del siglo XIX, hasta llegar

a su resurgimiento, a mediados del siglo XX, como nuevo liberalismo o

neoliberalismo, este, sin duda, con adaptaciones más que con innovaciones

respecto de los principios fundamentales del modelo original. Para

explicar un tanto la reaparición de esta doctrina, Emir Sader nos dice:




  

    Se trataba del punto de llegada de un largo proceso de acumulación de

fuerzas iniciado remotamente en los años cuarenta cuando los neoliberales

les hablaban a las paredes, como una secta de apariencia jurásica,

pregonando objetivos supuestamente superados para siempre, como la

reducción de la educación y la salud a meras mercancías, el «estado [sic]

mínimo», la desregulación de la economía, entre otras propuestas entonces

consideradas utopías delirantes y nostálgicas (Sader. 2004: 215).


  




  Aunque la mayoría de los autores sostiene que como cuerpo sistematizado

de ideas el liberalismo no es anterior al siglo XVII, sus orígenes

y antecedentes identificables son sumamente remotos. Son también

anteriores al siglo XVII muchos de sus precursores, cuyas ideas fueron

trasladadas intactas o simplemente glosadas al pensamiento liberal formal.

El estudio del liberalismo comprende en general el de las ideas filosóficas,

religiosas, políticas, económicas y sociales desde la Antigüedad, pasando

por la Edad Media y la Edad Moderna, hasta llegar a la época contemporánea.

Desde el siglo XVII en adelante, todo el pensamiento sistematizado

ha girado prácticamente alrededor del liberalismo, a favor o en contra de

sus postulados esenciales.




  Entre los muchos temas que deben abordarse en el estudio del

liberalismo está, en primer lugar, el de la necesidad de desmitificar el

liberalismo clásico, tanto de la versión beatífica propagada por sus partidarios

como de la diabólica que nos han entregado sus adversarios.

También ocupa lugar importante lo relacionado con la supuesta unidad

y pretendida integridad del liberalismo. Cualquier examen histórico de

esa corriente nos advertirá que el liberalismo se ha presentado bajo distintas

formas, diferentes unas de otras, por lo cual deberíamos referirnos

propiamente a «los» liberalismos y no «al» liberalismo: a veces como una

insurgencia contra el orden establecido y otras como soporte fundamental

del establecimiento; en ocasiones monárquico y otras republicano; como

partidario de la libertad o estrangulador de la misma; como defensor del

laissez faire o como intervencionista; como defensor del Estado y sus instituciones

o como cuestionador del ámbito de sus actuaciones y hasta de

su razón de ser, diferenciándose apenas del anarquismo; como partidario

de sistemas lesivos de la libertad política y sostenedor de las libertades

económicas o como defensor de la libertad a todo trance aun en perjuicio

de la democracia; como defensor de un mundo abierto, competitivo,

integrado y sin fronteras o como febril defensor de los nacionalismos, las

unidades nacionales y el proteccionismo; como liberalismo socialista o

social-liberalismo o como liberalismo libertariano; como tendencia fundamentalmente

política y subsidiariamente económica o como corriente

fundamentalmente económica urgida de justificación política. Y no se trata

de meras distinciones entre matices de un mismo credo o de diferencias

interpretativas sobre los mismos principios fundamentales, sino de tendencias

en tal modo divergentes que han llegado a constituir corrientes

verdaderamente contrapuestas.




  Como en la práctica resultaría imposible examinar con profundidad

cada una de las vertientes del liberalismo a través de su desarrollo histórico,

nuestras notas se referirán al liberalismo «grueso», al tronco y su médula y

no a sus ramificaciones, a la corriente de pensamiento que se fundamenta

en el individualismo, en la teoría de los derechos naturales incluyendo

dentro de ellos la libertad y la propiedad; que prefiere la libertad antes que

la democracia e incluso contra esta; que preconiza la igualdad ante la ley

frente o contra la igualdad de resultados que persiguen las democracias

no liberales y distintas formas de socialismo; que sostiene la suficiencia e

insustituibilidad del libre mercado, la libre concurrencia económica y la

competencia aun entre participantes desiguales; que defiende la división

del poder y su desconcentración, el Estado mínimo y su no intervención

en las relaciones entre los individuos, dotado de instrumento constitucional

escrito y rígido obediente al concepto tipológico racional-normativo;

al liberalismo que sentó los fundamentos determinantes de la democracia

liberal-burguesa según el modelo de la civilización occidental y constituye

la base doctrinal del capitalismo (véase: La supuesta unidad del liberalismo).




  Examinaremos sus orígenes y su evolución en los aspectos sociales,

económicos y políticos a través de la información histórica y la contenida en

las obras de los principales autores liberales clásicos. Asimismo, al analizar

su evolución hasta llegar al siglo XX, examinaremos los más representativos

autores liberales contemporáneos (llamados a veces neoclásicos y en otras

con mayor impropiedad neoliberales), muy especialmente los integrantes

de la denominada escuela austríaca o escuela de Viena, particularmente

Ludwig Von Mises, Friedrich Hayek y sus discípulos, alrededor de cuyas

obras se han tejido virtuales leyendas, positivas unas, negativas otras,

dependiendo de la inclinación ideológica de quien las evalúe y juzgue.




  Procuraremos también despejar algunas falsedades inveteradamente

repetidas por los teóricos liberales y profusamente vaciadas en sus innumerables

textos, conferencias y artículos de prensa, que se tienen como

verdades fuera de toda discusión. Entre muchas de sus coincidencias con

los marxistas, los liberales han copiado y perfeccionado la técnica de afirmar,

repetir y propagar sus ideas, literalmente apabullando a sus adversarios

ideológicos, en nombre de una pretendida y pretenciosa modernidad

con ínfulas racionalistas que insiste en despreciar y condenar todo cuanto

colida con su propio evangelio, frente a lo cual han guardado inexplicable

silencio los partidarios de otras ideologías, sobre todo después de que el

socialismo real colapsó. Que este hubiese fracasado no significa que el

liberalismo haya triunfado, así como ya se demostró que el socialismo no

triunfó aunque el liberalismo hubiese fracasado.




  El lector advertirá a través de estas páginas que utilizamos sistemáticamente

los vocablos «liberalismo», «liberal» y «liberales», y nunca

«neoliberalismo», «neoliberal» o «neoliberales» (excepto cuando citemos

autores que empleen expresamente dichos términos), y ello amerita ser

explicado por la profusión con la cual la literatura hispanoamericana

emplea los tres últimos para identificar esa corriente ideológica como si se

tratase de una novedad. Como acertadamente expresa Ángel Rivero, profesor

titular de Ciencia Política y de la Administración en la Universidad

Autónoma de Madrid:




  

    ... si queremos entender de veras lo que es el liberalismo, tenemos que

dejar a un lado la muletilla reiterativa y vacía que tacha de neoliberal, a

modo de descalificación autorizada y definitiva, de todo aquello que no

gusta. No hay, como denota el prefijo neo una resurrección de un difunto

pensamiento liberal. Con altos y bajos el liberalismo ha acompañado

al desarrollo de la modernidad occidental desde sus inicios. Del mismo

modo, no hay un pensamiento único liberal, hay muchos liberalismos,

y muchos se sorprenderán al descubrir que una buena parte de las críticas

a determinadas políticas que se tachan de neoliberales son, a la postre,

críticas liberales (Rivero. 2002: 103).


  




  La sola utilización del prefijo «neo-», sea cual fuere la intención que

la anime, es suficiente para inducir a errores de toda índole y por ello prescindimos

deliberadamente de su uso. Prescindencia que no es caprichosa

sino que obedece al convencimiento de que el corpus del pensamiento

liberal, tal como es y como lo conocemos, sus principios fundamentales,

postulados esenciales y objetivos, siguen siendo los mismos del clasicismo;

las adaptaciones y actualizaciones impuestas por el desarrollo de la sociedad

capitalista comercial e industrial no han hecho del liberalismo algo novedoso

o diferente del modelo original como para ser calificado de manera

distinta, afirmando o siquiera sugiriendo una modernidad inexistente. En

los diccionarios especializados de política, economía y sociología consultados

por nosotros aparece el vocablo «liberalismo»; en cambio, no aparece

«neoliberalismo» casi nunca, como tampoco en los tratados y literatura

especializada anglosajona, francesa, alemana y en general europea. Casi

ningún texto o información se hallará en las bibliotecas o en los incontables

datos que la informática suministra si la búsqueda se efectúa a través

de la palabra «neoliberalismo», salvo cuando las obras o informaciones

relacionadas con esta materia provienen de autores hispanoparlantes, y

últimamente en las obras de neomarxistas angloparlantes y francoparlantes

que desde mediados de la década de 1990 comenzaron a circular ampliamente

en América Latina. Mises, Hayek, Friedman, Schumpeter, Nozick,

Rawls, Novak, Rothbard, Galbraith y tantos otros autores contemporáneos,

algunos liberales y otros no liberales, invariablemente utilizan la palabra

«liberalismo», nunca «neoliberalismo». ¡Ni siquiera los autores liberales

contemporáneos se denominan a sí mismos neoliberales!




  

    ... desde el punto de vista histórico, el redescubrimiento del liberalismo

se podría interpretar como un intento de reivindicación del liberalismo

real, que se había dado por muerto, contra el socialismo real, en sus dos

únicas versiones históricas de la socialdemocracia que produjo el Estado

benefactor y del comunismo que dio lugar a una nueva forma de Estado

iliberal en la Unión Soviética y en sus más o menos forzadas imitaciones

(Bobbio. 1984/1992: 91-92).


  




  Puede ser que el vocablo «neoliberalismo» haya sido acuñado en

servicio de una estrategia elaborada por los liberales contemporáneos

para hacer creer que su doctrina constituye un producto novedoso, lo

cual, de paso, serviría para compararlo favorablemente en términos de

modernidad con ideologías que nacieron y se desarrollaron muy posteriormente

al liberalismo y como reacciones contra él (como es el caso

del socialismo y la socialdemocracia, a los cuales el liberalismo considera

sus enemigos), calificándolas muy a menudo de antiguallas («sopa recalentada»,

según la despectiva expresión del liberal francés Jean-François

Revel). También puede ser que al autocalificarse de «nuevos liberales»

hubiesen pretendido deslastrarse de la carga descomunal de estigmas,

críticas y rechazos generados por el liberalismo a través de su ya dilatada

vida y aspirasen a presentarse solo con lo positivo de la doctrina y sin

ninguno de sus conocidos defectos. Propósito fallido, evidentemente,

porque los programas de equilibrios económicos impuestos internamente

por los países desarrollados en detrimento de los sectores más pobres de

su propia población, de sus minorías étnicas y grupos de inmigrantes, así

como también los programas de ajustes impuestos como condicionantes

por los organismos multilaterales a los países subdesarrollados para

refinanciar sus impagables deudas externas, acceder a líneas de crédito o

lograr diversas asistencias y certificaciones han pasado a una plenamente

merecida mala fama con el sello indeleble de «neoliberales» y sin duda

alguna ideados, presentados y sostenidos radicalmente por los liberales

contemporáneos siguiendo los lineamientos de las archiconocidas líneas

maestras del liberalismo de todos los tiempos. Además, las citas constantes

a sus orígenes, a sus patriarcas y a una historia que reivindican con

un muchas veces incomprensible orgullo, más bien los asocia a aquello

de lo que pretenden desvincularse.




  Por más que alguna literatura económica y política contemporánea

prescinda del vocablo «liberalismo» y utilice el vocablo «neoliberalismo»

para referirse a la misma tendencia en el siglo XX y diferenciar, por ejemplo,

el pensamiento de John Locke y Adam Smith del de Ludwig Von

Mises y Friedrich Hayek, lo esencial del liberalismo a través de tres siglos

continúa intacto en la prédica de los autores contemporáneos adscritos

a esa corriente de pensamiento: ellos expresan que su misión consiste

en reivindicar la pureza y eficacia de su doctrina original y ponerla en

práctica tal cual lo indica el clasicismo. El liberalismo, pues, sigue siendo

el mismo de siempre: no hay neoliberalismo ni nuevo liberalismo,

sino liberalismo a secas. Cuando fuere necesario referirnos al liberalismo

y a los liberales posclásicos, utilizaremos las menciones «liberalismo

contemporáneo» y «liberales contemporáneos». En los casos en los que

alguna tendencia derivada del liberalismo clásico diverja esencialmente

del modelo original, tales son los denominados «liberalismo revisionista»

a partir de John Stuart Mill, el «liberalismo idealista» de la escuela de

Oxford, el «liberalismo libertariano» y el «social-liberalismo» o «liberalismo

socialista», utilizaremos expresamente la adjetivación o el término

correspondiente.




  Capítulo I




  Orígenes y evolución del liberalismo. Grecia y Roma




  A diferencia de lo que ocurre con las invenciones y descubrimientos,

resulta difícil ubicar en una fecha y a veces en una época determinada

la génesis de las principales corrientes del pensamiento social, religioso,

filosófico, político y económico. De ellas puede decirse, lo mismo que

del derecho, que son múltiples y diversas las fuentes y circunstancias que

determinan su nacimiento, condicionan su evolución y modelan su contenido.

El liberalismo es la consecuencia de hechos sumamente complejos

que comienzan a manifestarse en forma clara a partir del siglo XV, pero

aun con raíces muy anteriores, y de allí siguen su evolución hasta nuestros

días. John Gray, en su ensayo sobre el liberalismo, en el cual desarrolla

una firme defensa de dicha corriente, después de hallar en el pensamiento

de Pericles principios igualitarios, liberales e individualistas como para

considerarlo factor fundamental de la libérrima sociedad abierta ateniense

y auténtico precursor del liberalismo, así como precisar en Aristóteles y

Platón terribles reacciones «contrarrevolucionarias» en la misma sociedad,

sostiene, contra la opinión de muchos especialistas en la materia, que los

rasgos de ideas liberales encontrados en la Antigüedad clásica, especialmente

en Grecia y Roma, forman parte de la prehistoria del liberalismo

y no del movimiento liberal moderno, ya que «como corriente política y

tradición intelectual, como un movimiento identificable en la teoría y en

la práctica, el liberalismo no es anterior al siglo XVII». Según el análisis

de Gray, el surgimiento de las ideas aristotélicas señala la culminación

del período protoliberal de Grecia y es posteriormente con los romanos

cuando aparece el siguiente episodio significativo en la prehistoria de la

tradición liberal (Gray. 1994: 9-20).




  Si bien es cierto que a mediados del siglo V a. C. la democracia

ateniense es espléndida y espontánea en el pensamiento, en el arte,

en la participación cívica y en la más absoluta libertad en aquella ciudad-estado

pintada magistralmente por la oratoria de Pericles en su

Discurso fúnebre en honor a los caídos en el primer año de la guerra con

Esparta (Tucídides. 1976: 69-74), los años finales de ese siglo, los de

los diálogos platónicos y los de la filosofía aristotélica constituyeron la

gran época de la filosofía política, el hito del cual partirán y el centro a

cuyo alrededor gravitarán las grandes reflexiones y las más trascendentes

exploraciones intelectuales de los siglos posteriores. Quienes analicen la

Antigüedad clásica en búsqueda de líneas de pensamiento o al menos

de antecedentes importantes de todas las corrientes de pensamiento que

se desarrollaron después del clasicismo, hallarán invariablemente temas

que ya habían sido tratados en la Academia platónica o en la Escuela

aristotélica. Según explica Sabine: «en la época en que se completó el

corpus de escritos aristotélicos —año 323 a. C.— el esquema general del

conocimiento —filosofía, ciencia natural, ciencia de la conducta humana

y crítica del arte— quedó fijado de tal modo que sus líneas generales se

pueden reconocer en cualquier época posterior del pensamiento europeo»

(Sabine. 1981: 38).




  Así, entonces, resultan discutibles, como mínimo, las afirmaciones

que Gray hace acerca de las aportaciones contenidas en los diálogos platónicos

y los escritos aristotélicos, ya porque los considere simplemente

«contrarrevolucionarios» y les niegue todo valor positivo frente al pensamiento

«liberal» de Pericles, ya porque estime caprichosamente antiliberales

y liberticidas ideas tales como considerar al Estado el medio más

idóneo para asegurar el bien supremo de los individuos, la de que el fin

del Estado es ético al propender al bienestar de la comunidad, la de que

la justicia es el vínculo que mantiene unida a la sociedad y la que afirma

que si la virtud es conocimiento (idea fundamental en Platón tomada de

su maestro Sócrates) los hombres desearán el bien en cuanto lo descubran,

lo estudien o lo aprendan.




  Los sofistas y el individualismo




  También debe señalarse la importante aportación de los sofistas,

durante el siglo de Pericles, a la perspectiva liberal moderna. Considerados

merecidamente como los primeros filósofos individualistas, fueron también

los primeros en rechazar la validez de la verdad universal, en promover la

idea del relativismo histórico y el sentido crítico de todas las cosas. Para

ellos, todo era producto del espíritu humano, el hombre es la medida de

todas las cosas (Protágoras), su naturaleza es egoísta, sus facultades desiguales

y no es esencialmente un ser social sino individual, por lo cual

concibieron el Estado como el resultado de un pacto entre los hombres y

creyeron en su capacidad ilimitada para la educación. Es verdaderamente

sorprendente la influencia que ejercieron los sofistas en todo el pensamiento

filosófico ulterior, cuyos principios maestros veremos reproducidos

y diversamente desarrollados una y otra vez a través del estudio del

pensamiento liberal.




  Las instituciones políticas romanas y el derecho civil




  Debe destacarse de manera especial, y como antecedente sumamente

importante, la influencia que ejercieron las instituciones políticas

romanas, especialmente las del derecho civil, en el cual «creció una ley

privada altamente desarrollada y, muchas veces, en extremo individualista»

(Gray. 1994: 20), en el pensamiento, postulados y prácticas liberales de los

siglos XVII, XVIII y XIX. No obstante que esas leyes fueron atemperadas

y experimentaron una fuerte declinación, en especial bajo los mandatos

de Justiniano y Constantino, se transmitieron a la posteridad a través

del individualismo cristiano y el Renacimiento latino de los siglos XV y

XVI, constituyendo una larga tradición que influyó de modo determinante

en la filosofía, pensamiento político y derecho occidentales hasta

nuestros días. Para el siglo XVII, los escritores clásicos latinos habían

desplazado la influencia preponderante que ejercían los del clasicismo

griego (aunque históricamente se habla de la Antigüedad clásica como

una etapa localizada en el lapso de plenitud de las civilizaciones griega

y romana, desde el siglo V a. C. al siglo II d. C., o más ampliamente en

toda su duración, desde el siglo VIII a. C. hasta al siglo V d. C. , como

una unidad denominada Clasicismo grecorromano), seguramente por el

grado de desarrollo de las instituciones jurídicas romanas, inspiradas en

la famosa Ley de las XII Tablas, que contenía principios novedosos sobre

la libertad, la eliminación de privilegios entre iguales y el establecimiento

para todos los ciudadanos de una ley común que la fuerza de la costumbre

había impuesto, y por la evolución que experimentaron las ideas de los

jurisconsultos romanos durante el régimen del emperador Justiniano,

especialmente el Digesto y la Instituta en el siglo VI, obras en las cuales

subyace el pensamiento estoico esbozado por Cicerón, particularmente

en lo concerniente a la fraternidad de todos los hombres y al carácter

universal del derecho. No ha podido precisarse con exactitud la data de

la Ley de las XII Tablas, y hasta se ha dudado que fuese resultado del

trabajo de los célebres decemviros enviados por Roma a ilustrarse en el

derecho de las ciudades griegas; muchos jusromanistas sostienen que la

diversidad y heterogeneidad de las materias agrupadas en ese texto hace

presumir que se trata de disposiciones dictadas en épocas distintas, finalmente

compiladas alrededor del año 450 a. C. Para Sabine, que destaca

la influencia de la filosofía y el derecho latinos en todo el pensamiento

occidental posterior, «la verdadera importancia de Cicerón para la historia

del pensamiento político consiste en que dio a la doctrina estoica

del derecho natural la formulación que ha sido universalmente conocida

en toda Europa occidental desde su época hasta el siglo XIX. De él pasó

a los jurisconsultos romanos y en no menor medida a los Padres de la

Iglesia. Los pasajes más importantes se citaron innumerables veces en la

Edad Media» (Sabine. 1981: 129).




  En el mismo sentido, Friedrich Hayek destaca la influencia latina

en la formación del pensamiento liberal:




  

    El principio inspirador de las leyes de la Roma libre nos ha sido transmitido

principalmente por las obras de historiadores y oradores del período,

quienes una vez más llegaron a ejercer influencia durante el Renacimiento

latino del siglo XVII. Tito Livio […] Tácito y, sobre todo, Cicerón llegaron

a ser los principales autores a través de los cuales se difundió la tradición

clásica. Para el moderno liberalismo, Cicerón convirtióse [sic] en la

principal autoridad y a él debemos muchas de las formulaciones más efectivas

de libertad bajo la ley. A él pertenece el concepto de las reglas generales,

de las leyes legum que gobiernan la legislación; el de la obediencia a

las leyes si queremos ser libres y el de que el juez haya de ser tan solo la

boca a través de la cual habla la ley (Hayek. 1975: 225).


  




  No obstante que en el transcurso del tiempo hubiese sido abrogada,

suplantada o atenuada por normas menos liberales o en general más

restrictivas de la libertad, la legislación romana dejó una impronta que

marcaría profundamente todas las instituciones jurídicas posteriores, ya

por simple inercia, ya por acostumbramiento a las leyes ancestrales consolidadas

por la observancia reiterada, ya por la resistencia natural ante

cualquier nueva ley que limitara la libertad, ya porque las instituciones

jurídicas romanas resultaran favorecidas al comparárselas con las que

fueron consagradas por legislaciones ulteriores. Sin embargo, las instituciones

políticas romanas y el sistema jurídico romano en general serían

inaplicables a la sociedad enteramente distinta que fue desarrollándose

a través de la época medieval.




  La Gloriosa Revolución inglesa de 1688 y la lucha contra el absolutismo




  José Guilherme Merquior, coincidiendo con Gray en cuanto a la

época en la que cabe situar el surgimiento del conjunto sistematizado de

prácticas e ideas que posteriormente se denominaría «liberalismo», expresa

que «por consenso de los historiadores el liberalismo (la cosa, aunque

no el nombre), surgió en Inglaterra en la lucha política que culminó en

1688 en la Gloriosa Revolución contra Jacobo II», es decir, a finales del

siglo XVII, cuyos objetivos fueron «la tolerancia religiosa y el gobierno

constitucional, que llegaron los dos a ser pilares del orden liberal y con el

tiempo se extendieron por todo el Occidente» (Merquior. 1993: 16). En

lo expuesto por Merquior, hay dos circunstancias que deben destacarse:

en primer lugar, que el conjunto de ideas dispersas pero similares alrededor

de unos mismos postulados, las cuales posteriormente se agruparían

y conocerían con el nombre de «liberalismo», son muy anteriores al término

mismo, aspecto que examinaremos cuando tratemos lo relacionado

con la acuñación del vocablo «liberal». En segundo lugar, que el autor no

se limita a hacer una referencia temporal genérica (la época) para situar

la aparición del liberalismo, sino que precisa dentro de una época un

hecho histórico determinado, con personajes, fecha y lugar específicos (la

Gloriosa Revolución de 1688, encabezada por el protestante Guillermo

de Nassau o de Orange contra su suegro, el rey de Inglaterra, Jacobo II

Estuardo, enfrentado al pueblo inglés por su catolicismo y su alianza con

Luis XIV de Francia, símbolo del absolutismo) y dos finalidades concretas:

la tolerancia religiosa y el gobierno constitucional como hitos que marcan

formalmente la aparición del fenómeno liberal.




  Jean-Jacques Chevallier (1979: 87-101), al analizar el Ensayo sobre

el Gobierno civil de John Locke, también sitúa en el mismo suceso histórico

el arranque formal del liberalismo, cuando expresa que en noviembre

de 1688 Guillermo, llamado por la inmensa mayoría del pueblo inglés

y por la misma Iglesia oficial, que era la anglicana, desembarca en las

costas de Inglaterra blandiendo una triple consigna de contenido verdaderamente

revolucionario: «Por la libertad, por la religión protestante,

por el Parlamento» eran las palabras inscritas en las banderas del príncipe

de Orange. Indica Chevallier que, como resultado de la Revolución

Gloriosa de 1688, el protestantismo y el liberalismo whigs prevalecieron

sobre el catolicismo a lo Bossuet, sobre el absolutismo de derecho divino

a lo Luis XIV y sobre la soberanía absoluta y no compartida.




  C.B. Macpherson considera que las raíces del Estado democrático-liberal,

y ya no solamente del liberalismo, se hallan en la teoría política

y en la práctica política del siglo XVII inglés:




  

    Fue entonces cuando, en el curso de una prolongada lucha en el parlamento,

de una guerra civil, de una serie de experimentos republicanos, de una restauración

de la monarquía y de una revolución constitucional final, se desarrollaron

todos los principios que habrían de convertirse en fundamentales para la

democracia liberal, aunque, en aquella época, no todos con el mismo éxito. Y

está claro que un ingrediente esencial de la lucha práctica y de las justificaciones

teoréticas era una creencia nueva en el valor de los derechos del individuo

(Macpherson. 1970: 15).


  




  Aunque en términos generales Macpherson coincide con los autores

antes citados, introduce un nuevo elemento como determinante en

la aparición del fenómeno liberal («una creencia nueva en el valor de

los derechos del individuo»), pero también concluye en que «hoy no es

posible conseguir una teoría válida de la vinculación moral a un Estado

democrático-liberal en una sociedad capitalista», por lo cual habría que

buscarla más bien en una sociedad no capitalista e incluso socialista pues,

siempre según Macpherson, pueden conciliarse perfectamente, y quizá

más fácilmente, liberalismo y socialismo que liberalismo y capitalismo,

tal como veremos adelante cuando examinemos el subtítulo: Liberalismo,

liberismo y democracia en la sociedad capitalista de mercado.




  El complejo tránsito del liberalismo




  No obstante estas precisiones y las simplificaciones históricas implícitas,

el origen del liberalismo es bastante más complejo, en la misma

medida en que guarda relación íntima con la historia de Occidente en

los últimos quinientos años, para señalar alguna referencia temporal no

excluyente. El liberalismo nace y se desarrolla en el tránsito del pensamiento

antiguo al medieval y posteriormente al moderno; del feudalismo al

absolutismo y de este a la democracia; del colectivismo al individualismo;

de la aristocracia a la burguesía; de la civilización agraria al capitalismo

mercantil y luego al capitalismo industrial; del artesanado al gremialismo

y a las corporaciones y de ellos a la Revolución Industrial; del cristianismo

a la Reforma y a la Contrarreforma; de la Patrística a la Escolástica y de

esta al Renacimiento y a la Ilustración; del sistema político-económico

feudal, cuyas características esenciales eran el localismo y la disgregación,

a la aparición del Estado-nación rígidamente centralizado. En su origen

y evolución «han contribuido de modo determinante hombres que de

hecho le eran ajenos y aun hostiles; desde Maquiavelo hasta Calvino,

desde Lutero hasta Copérnico, desde Enrique VIII hasta Tomás Moro,

en un siglo; y en otro Richelieu y Luis XIV, Hobbes y Jurieu, y lo mismo

Pascal que Bacon» (Laski. 1981: 12), y sobre él han influido diversas

circunstancias económicas, sociales, políticas y religiosas que aparecieron

y se desarrollaron autónomamente para coincidir en distintos momentos

de la historia.




  Los principios fundamentales




  El liberalismo apareció como postulado proclamando y aspirando

a la libertad en todo, contra los diversos privilegios sobre los que se había

construido el entramado del sistema medieval. No obstante que muchas

veces desde el ejercicio del poder desmintiera este postulado esencial de

libertad general, se fundamentó en una característica doctrina de los

derechos naturales inalienables concebidos como anteriores y superiores

a cualquier organización social; en el individualismo, la igualdad ante la

ley y la autoridad; en la competencia aun entre participantes inicialmente

desiguales; en la propiedad, en la herencia y en el mercado no interferido

como concepción sistémica esencial (mas allá o por encima de un mero

lugar físico), como ámbito en el cual productores y consumidores intercambian

libremente bienes y servicios con base en los infinitos datos e

informaciones que dicho mercado pone a su disposición; en el respeto y

en la defensa de las desigualdades materiales que la tenencia de la propiedad

apareja; en la libertad de conciencia y culto; en la menor injerencia

del Estado, cualquiera fuese su forma, en la esfera de actuación de los

particulares; en el menor tamaño posible de la organización estatal y

del gobierno; en la desconcentración y división del poder político y en

la separación de las funciones del poder público (como fundamento de

un sistema de contrapesos entre ellos) y en la precisa demarcación de las

funciones de cada uno de dichos poderes; en el mínimo indispensable

de leyes, que en todo caso habrían de ser claras, precisas y no fácilmente

modificables, destinadas a proteger los derechos y la seguridad del individuo,

aunque pronto se convirtiera en la doctrina primero de la burguesía

propietaria, luego del mercantilismo y finalmente del capitalismo, en el

evangelio de los titulares efectivos de los derechos económicos, que en

todas las sociedades siempre han constituido la minoría social, y en doctrina

de quienes querían imponer una peculiar concepción de la libertad,

entendida en función de la propiedad, aun en perjuicio de la justicia

social e incluso en perjuicio de la democracia como sistema de gobierno

conforme al principio de las mayorías, según el concepto tradicional, ya

que la concibieron como un sistema que respetase también los derechos

de las minorías, aunque en determinado momento estos derechos fuesen

contrapuestos a los de la mayoría.




  Laski define el contenido y desarrollo del liberalismo de la manera

siguiente:




  

    ... como doctrina se relaciona sin duda con la noción de libertad, pues

surgió como enemigo del privilegio conferido a cualquier clase social por

virtud del nacimiento o la creencia. Pero la libertad que busca tampoco

ofrece títulos de universalidad, puesto que en la práctica quedó reservada

a quienes tienen una propiedad que defender. Casi desde los comienzos

lo vemos luchar por oponer diques a la autoridad política, por confinar

la autoridad gubernamental dentro del marco de los principios constitucionales

y, en consecuencia, por procurar un sistema adecuado de derechos

fundamentales que el Estado no tenga facultad de invadir. Pero aquí

también, al poner en práctica esos derechos, resulta que el liberalismo se

mostró más pronto e ingenioso para ejercitarlos en defensa de la propiedad

que no para proteger y amparar bajo su beneficio al que no poseía

nada que vender fuera de su fuerza de trabajo. Intentó, siempre que pudo,

respetar los dictados de la conciencia, y obligar a los gobiernos a proceder

conforme a preceptos y no conforme a caprichos; pero su respeto a

la conciencia se detuvo en los límites de su deferencia para con la propiedad,

y su celo por la regla legal se atemperó con cierta arbitrariedad en la

amplitud de su aplicación (Laski. 1981: 14).


  




  La aparición del vocablo




  El vocablo «liberal» apareció y se popularizó con bastante posterioridad

al conjunto sistematizado de ideas y prácticas económicas y

políticas que hoy conocemos genéricamente con el nombre de «liberalismo»,

las cuales surgieron y han venido difundiéndose desde hace

aproximadamente quinientos años, especialmente en Occidente. Casi

todos los autores coinciden en afirmar que el término se originó en

España alrededor de 1810-11 para calificar un tanto peyorativamente a

rebeldes y contestatarios de la época, y que su mayor difusión europea

comenzó alrededor de 1820.




  

    «El liberalismo ha existido como actitud espiritual, en Europa occidental,

mucho antes de que llegase a ser una designación política cuyo empleo no

se remonta sino a comienzos del siglo XIX, cuando en las Cortes españolas

de 1812 los liberales, representantes de la burguesía, vencieron en su

oposición a los serviles, diputados de la nobleza y el clero, que tradicionalmente

habían apoyado la monarquía absoluta. En 1812 los liberales

habían conseguido la aprobación de una constitución que otorgaba a la

nación española el derecho a establecer sus leyes fundamentales, aunque

dos años después volvió el absolutismo en la persona del rey Fernando VII.

No obstante, el término «liberales» prendió en otros países de occidente.

En Inglaterra, sirvió primero de ofensa jenofóbica [sic] dirigida por los

torys a sus adversarios, los whigs, más progresistas. Pero, a su tiempo, llegó

a ser una palabra respetable y título de un partido importante (Bramsted-Melhuish.

1982: I-19. Paréntesis añadidos).


  




  Giovanni Sartori hace un interesante relato sobre los pormenores

de la acuñación del término «liberal», atribuyéndoles suma importancia

en el desarrollo histórico del liberalismo:




  

    Hasta mediados del siglo XIX (el término) no fue aceptado en Inglaterra

como inglés y digno de elogio. El «liberalismo» comenzó a emplearse aún

más tarde. Resulta, por lo tanto, que la denominación (el nombre abstracto)

se implantó unos tres siglos después de la aparición del fenómeno.

Hecho este que podemos calificar de desafortunado; pues, habiendo

visto la luz tardíamente, era demasiado tarde para que el nombre arraigase.

Además, por diversas razones, nació en un mal momento; en realidad,

en el peor momento. La historia de la palabra es, por lo tanto, un

aspecto interesante de la historia y merece relatarse, pues pocas fórmulas

pueden competir con el «liberalismo» por haber nacido con fortuna tan

adversa Sartori (1988: II-449).


  




  El liberalismo innominado y el liberalismo nominado




  Sartori atribuye gran importancia al desfase entre la aparición del

fenómeno y su nominación, lo cual aconteció cuando el liberalismo, todavía

innominado, ya había producido sus frutos, «aunque no lo esencial

de sí mismo, pero sobre todo porque en ese momento la historia había

comenzado a evolucionar rápidamente, tan rápidamente que los liberales

no lograron recuperar todo el tiempo perdido entre el nacimiento clandestino

y el bautismo oficial».




  Debemos detenernos un tanto en el aspecto terminológico por la

importancia, quizá un tanto exagerada, que Sartori le atribuye. Aunque

la adopción de un término tiene gran importancia a los efectos de lo

que pretende definir, ya que con él se logra identificar con una o pocas

palabras un conjunto de ideas y conceptos (como lo demuestran los términos

«liberalismo» y «socialismo»), debe tenerse muy presente que los

términos son siempre cronológicamente posteriores a lo que definen, es

decir, que primero fue lo definible (cosas, hechos, ideas, circunstancias)

y después las palabras, o sea la definición. Si primero fueron los objetos

y después los vocablos que sirvieron para definirlos, si tales objetos existían

antes de que se los nominara, es obvio que son más importantes que

las palabras utilizadas para identificarlos. «Liberalismo» y «socialismo»

fueron neologismos inventados a comienzos del siglo XIX, empleándose

posteriormente para definir asuntos no exactamente iguales a aquellos

que motivaron su acuñación. Es decir, que originalmente ambos términos

definían e identificaban circunstancias diferentes a lo que posteriormente

se conoció como «liberalismo» y «socialismo»; y aunque continúen siendo

palabras literalmente iguales que en la época de su acuñación, han variado

etimológicamente, porque las ideas o circunstancias que nominan

han experimentado diversas reformulaciones y muchas de ellas tienen

hoy interpretaciones y hasta significados diametralmente distintos a los

originales. Por supuesto que la terminología tiene gran importancia, pero

nunca más que el contenido. Lo comprueba el hecho de que hoy día nadie

discute terminologías plenamente aceptadas (aunque puedan parecernos

inapropiadas, ficticias, contradictorias e incluso repugnantes); en cambio,

sí se discute el contenido que encierra la terminología aceptada.




  Aun en relación con la época de aparición y popularización de los

términos «liberal» y «liberalismo» se presentan ambigüedades y dudas, no

obstante que la incertidumbre podría despejarse revisando las obras de los

autores más connotados adscritos al liberalismo, tanto las de los precursores

como las de los clásicos, para determinar desde cuándo comenzaron a

utilizarse formalmente esos términos y cuál era su verdadero significado

en cada época. Pero resulta verdaderamente difícil comprender por qué

Sartori afirma que mientras «un liberalismo sin nombre ha constituido

entre los siglos XVII y XX el impulso más importante de la civilización

occidental, el liberalismo como denominación pleno iure para resumir esta

experiencia ha conseguido status y consideración sólo durante algunas

décadas», décadas que el autor no precisa. Sabemos que en el siglo XVII

el liberalismo comenzó a tomar cuerpo ideológico; que en el siglo XVIII

alcanzó gran desarrollo y vivió su época de esplendor (la cual aspiraron

a reivindicar los liberales del siglo XX, especialmente después de la

Primera Guerra Mundial), y que en el siglo XIX, en medio de alzas y

bajas, experimentó sus más grandes confrontaciones, particularmente

desde la constitución formal del socialismo. También sabemos que el

liberalismo fue denominado como tal y popularizado el vocablo en el

primer cuarto del siglo XIX, es decir, que desde entonces el liberalismo

se conoce como «liberalismo».




  El «infortunio» del liberalismo




  Sartori atribuye el «infortunio» del liberalismo a tres causas fundamentales:

la primera, a la que ya nos hemos referido, es al desfase entre

la aparición y existencia del fenómeno liberal en sí y su denominación o

bautismo formal como «liberalismo». La segunda, derivada del hecho de

que la historia se hubiese acelerado demasiado rápidamente en el siglo XIX,

por lo cual «en el transcurso de unas décadas el “liberalismo” encontró

dos competidores colosales: las denominaciones “democracia” y “socialismo”».

En opinión de Sartori, dos rivales son demasiado, ya que la política

históricamente gira en torno a oposiciones y polarizaciones elementales;

y si la caída de Jacobo II en Inglaterra en 1688 y del Antiguo Régimen

en Francia en 1789, representativos del absolutismo, originó la confrontación

entre este y la república liberal o la monarquía constitucional con

control parlamentario surgida de las revoluciones, la antítesis que surgió

después de las revoluciones «contraponía el liberalismo a la democracia»

o bien contraponía el liberalismo a los antiguos regímenes restablecidos

al cabo de las revoluciones, es decir, a las monarquías o al imperio; tal fue

el caso de Francia. Pero muy pronto —apunta Sartori— la aparición de

un tercero en discordia impuso un realineamiento de las fuerzas rivales

que, como ya se ha dicho, eran el liberalismo y la democracia:




  

    El nuevo protagonista en Europa era el socialismo. Y en la medida en

que el socialismo canalizaba las demandas de los trabajadores, liberales

y demócratas se vieron, y aún se encuentran, reducidos a maniobrar

en el mismo espacio electoral y, de esa manera, obligados a converger

(Sartori. 1988: II-451).


  




  Este análisis de Sartori implica otras circunstancias aún más desfavorables

para el liberalismo y, más que la explicación misma, facilitan

la comprensión de su «infortunio». Este no pudo haber dependido del

simple hecho de que al liberalismo le hubiesen aparecido rivales o de que

se hubiese visto obligado a maniobrar en un mismo campo con otras

corrientes ideológicas o fenómenos sobrevenidos, pues el solo hecho de la

insurgencia, la novedad por sí sola, tampoco la simple rivalidad, son suficientes

para abatir o derrotar lo conocido. Si el hecho conocido es bueno

o goza de aceptación universal o al menos mayoritaria, la mera prédica

en contrario, la sola promoción de lo desconocido o la mera rivalidad

representada en una ideología contraria tienen pocas oportunidades de

fructificar, menos si se considera que por lo general los seres humanos

suelen ser conservadores y recurren a los cambios solo cuando la situación

en la que se hallan les resulta insoportable. Por lo demás, la circunstancia

de que hubiesen aparecido como contrapuestos liberalismo y democracia,

primeramente, y que luego estos coincidieran en una misma confrontación

contra el socialismo, no puede ser razón única y suficiente para que

el socialismo hubiese logrado una preponderancia inversamente proporcional

a la declinación de aquellos, al menos entre la segunda mitad del

siglo XIX y los tres primeros cuartos del siglo XX. En cambio, sí puede

afirmarse que el triunfo de cualquier novedad ideológica necesariamente

se fundamenta en el desencanto, fracaso o agotamiento de las ideologías

precedentes. Poca suerte habrían tenido primero la democracia y después

el socialismo si el liberalismo que los precedió hubiese generado un estado

de satisfacción plena o al menos de conformidad social. Este examen nos

lleva a la circunstancia que Sartori cita en tercer lugar y que, a nuestro

modo de ver, es la más importante de todas: la vinculación indisoluble,

el ayuntamiento entre el liberalismo político y el liberalismo económico,

que él denomina «liberismo» (muchos tratadistas italianos utilizan comúnmente

el vocablo «liberismo» para referirse al liberalismo económico y

reservan el término «liberalismo» para referirse a los aspectos políticos de

la doctrina). Debemos reiterar que para el momento cuando se acuñan

los términos «liberal» y «liberalismo» (1810-11) y comienzan a alcanzar

mayor difusión en Europa (1820), el liberalismo ya existía sin que fuese

conocido como tal, es decir, existía innominadamente. La explicación de

Sartori ayuda a la comprensión de la tercera causa:




  

    En aquellos años tenía lugar la primera revolución industrial, con todas

sus tensiones, crueldades y miserias; la revolución industrial se produjo

en nombre de la libertad económica. Hoy sabemos que la industrialización

—abstracción hecha de la bandera que la ampare, el capitalismo o

el socialismo— se hace a costa de la explotación despiadada del proletariado.

Sin embargo, el progreso industrial en Occidente se produjo bajo

los auspicios de la libre competencia, del laissez-faire y del evangelio de

la escuela de Manchester. Así, pues, por una coincidencia desafortunada,

el nombre se acuñó en un momento en que la novedad no era el liberalismo

político sino el liberismo económico. Aun así, la culpa recayó sobre el

liberalismo como un todo indivisible. Después de esa fortuita y desgraciada

coincidencia, el liberalismo (sin matices ni diferenciaciones) se asoció

más con la economía que con la política; se le calificó en última instancia

de «capitalista», se ganó la hostilidad sempiterna de las clases trabajadoras

y todavía hoy un buen número de autores continúan hablando

del liberalismo clásico como si fuera el liberalismo del laissez-faire confundiendo

así erróneamente el liberalismo con el «liberismo» económico

(Sartori. 1988: II-454).


  




  La piadosa explicación de Sartori permite varios comentarios. El

primero (incluso aceptando que la acuñación del término «liberal» se

hubiese producido tardíamente y en infausta coincidencia con la primera

Revolución Industrial), que la asociación entre las ideas y prácticas económicas

y políticas que posteriormente se calificarían como «liberalismo

político» y «liberalismo económico» o «liberismo», respectivamente, o

simplemente como «liberalismo» sin diferenciaciones, venía desde hace

mucho tiempo atrás, desde que en nombre de la libertad total se plantearon

las primeras reivindicaciones de carácter económico y luego las

de carácter político, lo cual hizo que apareciesen confundidas unas y

otras, y no precisamente a propósito o a consecuencia de la Revolución

Industrial. Pero sucede que, en realidad, no es históricamente cierto que la

acuñación del término «liberalismo» se produjera al mismo tiempo que la

Revolución Industrial, ni con la inglesa, ni con la de Europa continental

ni con la norteamericana. Mientras que la Revolución Industrial comenzó

a desarrollarse en Inglaterra alrededor de 1760, el vocablo «liberalismo»

apareció en 1810-1811 (o sea, unos cincuenta años después) en España,

no en Inglaterra; su mayor difusión europea ocurrió cerca de 1820 (o sea,

unos sesenta años después), y su aceptación o popularización en Inglaterra

fue, según el mismo Sartori, «alrededor del siglo XIX» (digamos que unos

noventa años después, si nos situamos en 1850, o sea en la mitad del

siglo XIX). Es decir, que todos los avatares relacionados con la acuñación

y popularización del neologismo se produjeron mucho tiempo después de

que la Revolución Industrial hubiera alcanzado considerable desarrollo,

al menos en Inglaterra, pero mucho antes de que se produjera en Europa

continental y en los Estados Unidos de América, lo cual aconteció alrededor

de 1870. Esto en relación con el término. Pero es que cuando analizamos

la aparición del fenómeno liberal y examinamos sus causas (y ya no se

trata solamente del asunto terminológico), los tiempos tampoco cuadran,

ni con la Revolución Industrial inglesa ni con la de Europa continental

ni con la norteamericana, porque las diversas causas que determinaron la

aparición del fenómeno liberal son antiquísimas (ya nos hemos referido

a los orígenes identificables del liberalismo en el clasicismo greco-latino y

posteriormente estudiaremos su evolución y desarrollo), y el liberalismo

formal es considerado un producto del siglo XVII, o sea muy anterior

a la Revolución Industrial inglesa, como a la de Europa continental y a

la norteamericana. En resumen, la Revolución Industrial (la inglesa, la

de Europa continental y la norteamericana) es un fenómeno posterior al

liberalismo, que ya existía antes de ser nominado como tal (y todos los

autores señalan que la Revolución Industrial fue una consecuencia directa

del liberalismo económico), pero es también y al mismo tiempo un fenómeno

anterior a la acuñación y popularización del término «liberal», en

el caso de la Revolución Industrial inglesa, y es posterior a la acuñación

y popularización del término en relación con la Revolución Industrial de

Europa continental y norteamericana. Lo que importa destacar es que la

Revolución Industrial, sea la inglesa, la de Europa continental o la norteamericana,

en ningún caso coincide ni con la acuñación de la palabra

«liberal» ni con su popularización y nos atrevemos a afirmar que tampoco

guarda coincidencia temporal con el debate surgido en torno a la

conflictividad desencadenada a propósito del ayuntamiento o confusión

entre el liberalismo político y el liberalismo económico o «liberismo». Al

examinar estos datos, pues, la confusión o asociación del liberalismo con

el «liberismo», que es histórica y raizal, debe buscarse en otros campos

en vez de considerarla una causa o una consecuencia de la Revolución

Industrial, la cual constituye solo una etapa, muy importante pero solo

una etapa, del proceso de desarrollo capitalista y del sistema de libertades

económicas en que este se fundamenta.




  En segundo lugar, la asociación, identificación o confusión entre

liberalismo político y liberalismo económico o «liberismo» puede que haya

sido una «desgraciada coincidencia» de hechos autónomos que terminó

por desacreditar y ganarle antipatías al liberalismo político, como dice

Sartori, pero en modo alguno puede calificarse de fortuita sino todo lo

contrario. Puede afirmarse que respondió a la necesidad de la burguesía

emergente de asegurar sus conquistas económicas a través del control del

Estado y para lograrlo requería el ejercicio de libertades políticas que acabaran

con las desigualdades impeditivas de su acceso al poder. Recordemos

que las primeras exigencias sobre libertades políticas y las luchas contra

el absolutismo teológico y laico no fueron planteadas por el pueblo llano

ni por los pobres sino por los propietarios y burguesías emergentes (es

decir, por quienes habían logrado progresar paulatinamente hasta alcanzar

preeminencia o al menos importancia económica), y que los primeros ejercicios

de democracia liberal tuvieran carácter censitario, es decir, basados

en censos que reservaban el derecho de sufragio y el acceso a los cargos

electivos a cierta categoría de propietarios o rentistas que poseyeran una

cantidad de ingresos de cierta importancia. Que las libertades políticas

fuesen apenas un medio para consolidar o proteger ventajas económicas

ya adquiridas lo demuestra el hecho de la oposición de los liberales a las

mismas libertades políticas por las que antes habían luchado cada vez que

de alguna manera interfirieron en el mundo de los beneficios económicos

conquistados. Puede afirmarse, entonces, que las libertades económicas

(concretadas en beneficios económicos tangibles cuya distribución fue

ordenando estratos socioeconómicos diferenciados por la acumulación de

riqueza, pero no todavía clases sociales propiamente dichas) precedieron

a las libertades políticas; que los sectores económicamente desfavorecidos

terminaron por identificar la democracia liberal, concebida evidentemente

sobre premisas exclusivistas, con democracia burguesa y capitalista porque

comprendía un mundo de libertades que solo beneficiaba a quienes

tenían riquezas que defender; y que el empeño de crear un nuevo establecimiento

político puesto enteramente al servicio de los propietarios y

la propiedad, prescindiendo de cualquier otra consideración, demuestra

que la conexión entre el liberalismo político y el liberalismo económico

o «liberismo» no es casual.




  La coincidencia constituyó el resultado no de hechos o conductas

económicos y políticos reunidos por el azar, sino de prácticas y prédicas

simultáneas y perseverantes, tanto de los hombres que hicieron del liberalismo

un estado de conciencia y una conducta, como de los más connotados

filósofos y escritores liberales clásicos, que proponían libertad en

todo, principalmente en materias de carácter económico; que definían

la libertad económica como la fundamental, sin la cual no podría existir

ninguna otra libertad; que planteaban que la propiedad, en tanto era lo

único que garantizaba seguridad, autonomía y poder, era en definitiva lo

que posibilitaba el ejercicio de las libertades políticas, consideradas una

consecuencia de aquella. Los economistas clásicos de la escuela anglo-escocesa,

los de la denominada escuela de Mánchester y políticos e industriales

como Richard Cobden, así como los fisiócratas franceses (responsables de

inventar y dar contenido específico al principio laissez faire, laissez passer

y que eran, además, firmes partidarios de la monarquía absoluta, lo cual

puede citarse como prueba de que el liberalismo económico y el liberalismo

político no se hallan necesariamente correlacionados), unos más y

otros menos, se mostraron firmes partidarios de tal principio, que desde

entonces hasta hoy se ha referido casi exclusivamente al campo económico,

pero que también en aquella época se extendió al campo político

hasta que invadió o al menos puso en peligro el imperio de la propiedad.




  Concedamos, solo como hipótesis, con todas nuestras dudas, que

el liberalismo económico y el liberalismo político alguna vez fueron autónomos

y pudieron haber permanecido así durante toda su evolución, de

no ser por el empeño exitosamente logrado de atarlos indisolublemente

por manera que hoy no puedan diferenciarse uno de otro. Pero, por

encima de cualquier especulación, es preciso reconocer que la identificación

o confusión del liberalismo político con el liberalismo económico

se debió en mucho a la defensa que los pensadores liberales hicieron de

la doctrina del laissez faire para oponerse al mercantilismo (el cual suponía

una marcadísima intervención estatal en los asuntos económicos),

luego para defender el capitalismo en sus manifestaciones más acusadas

y salvajes como expresión de libertad económica sin interferencias

regulativas, que hicieran posible el vertiginoso desarrollo del capitalismo

mercantil e industrial, prescindiendo de las consecuencias sociales que de

ello pudieran resultar, tales como la explotación brutal del proletariado,

niños y mujeres incluidos, y la oposición tenaz a cualquier legislación

que mitigara las insoportables condiciones de trabajo, mejorara las remuneraciones

o consagrase normas de protección, benefactorismo y hasta

de caridad a favor de quienes no tenían otra cosa que vender aparte de

su fuerza de trabajo. El liberalismo fue tan constructor del capitalismo y

de la Revolución Industrial como del proletariado y el socialismo. ¿Hace

falta destacar que los autores liberales contemporáneos, en su empeño por

rescatar la unidad que tuvo el liberalismo del siglo XVIII, lo presenten

como una unidad económico-política sin matices ni diferenciaciones,

indivisible e indisoluble, en la que la libertad económica aparece como

básica, como «la libertad» por antonomasia? Así, pues, el hecho de que

«la culpa recayó sobre el liberalismo como un todo indivisible», para

decirlo con las mismas palabras de Sartori, no es atribuible a los adversarios

del liberalismo sino a sus defensores, que lucharon por hacer de

él, y ha de reconocerse que lo lograron exitosamente, un todo único e

indivisible donde aparecen unidos bajo una misma concepción y una

misma denominación lo económico y lo político. De conformidad con lo

expuesto, no puede afirmarse que exista casualidad o azar en la confusión,

sino que esta constituyó un propósito y concluyó en una identificación

entre el liberalismo y el «liberismo». Por último, independientemente

de cualquier esfuerzo argumental o ejercicio especulativo, lo que desde

el punto de vista simplemente objetivo aparece como artificioso no es

que dentro del término «liberalismo» se comprendan normalmente los

aspectos económicos y políticos que le son universalmente característicos

como doctrina, sino que se pretenda deslindar ambos aspectos para separar

el liberalismo político del liberalismo económico y presentarlos como

fenómenos autónomos el uno del otro. Cuando hoy se habla de liberalismo

nadie lo percibe limitado o reducido a las meras libertades políticas

de opinión, sufragio y asociación, por citar las más características, sino

comprendido dentro de un universo de amplias libertades económicas

teóricamente iguales para todos, pero objetivamente desigualitarias, que

se sirve de libertades políticas muy genéricas. Algo más, actualmente el

liberalismo se percibe más como una doctrina económica que política,

donde los aspectos políticos aparecen como inmersos y hasta diluidos en

la parte económica, que constituye lo más característico de la doctrina.




  Liberalismo, «liberismo» y democracia en la sociedad capitalista de mercado




  Advirtiendo que se trata de un autor indistintamente calificado

de marxista y de liberal «libertariano» (que es lo mismo que decir «revisionista»

en relación con el liberalismo clásico), por lo cual su análisis

podría considerarse prejuiciado y generar reserva, las opiniones de C.B.

Macpherson ayudan a despejar la supuestamente indeseada pero en todo

caso infausta confusión entre liberalismo político y «liberismo» de la que

nos habla Sartori. En opinión de Macpherson, por la realidad y por las

interpretaciones, la democracia liberal se entiende, sin duda, como «la

democracia en una sociedad capitalista de mercado, por muy modificada

que parezca estar esa sociedad por el auge del Estado de bienestar...»,

recordando que este ha sido calificado de socialista por los liberales y, al

constituir una manifestación intervencionista del Estado, resulta inaceptable

para el liberalismo. Esa democracia liberal no tiene un concepto

unívoco, e igual puede significar, como interpretaban John Stuart Mill

y los demócratas liberales éticos de fines del siglo XIX y principios del

XX, «una sociedad en la cual todos sus miembros tengan igual libertad

para realizar sus capacidades», pero al mismo tiempo puede significar

más «la libertad de los fuertes para aplastar a los débiles mediante la

aplicación de las normas del mercado, que una libertad efectivamente

igual para que todos utilicen y desarrollen sus capacidades», siendo evidente

la imposibilidad de coexistencia de ambas libertades antitéticas.

Según Macpherson, la democracia liberal tiene como concepto y como

institución efectiva unos ciento cincuenta años de edad (digamos ciento

ochenta, pues Macpherson escribió esto en 1976), y durante todo ese

tiempo ha tratado de combinar ambos significados o interpretaciones,

esto es, democracia liberal para que todos igualmente puedan desarrollar

libremente sus capacidades y democracia liberal para que, a consecuencia

de esa misma libertad y desarrollo individuales, los fuertes se impongan

sobre los débiles. Dice Macpherson que la existencia de la democracia

liberal se inició en sociedades capitalistas de mercado, y por eso ha prevalecido

la visión del mercado: se ha supuesto, consciente o inconscientemente,

que liberal significa capitalista. Sin embargo, también estima

que «no es forzoso adoptar la actitud de que la postura liberal ha de

depender eternamente de que se acepten los supuestos capitalistas, aunque

históricamente se haya entendido así». Conforme al mismo análisis, es

perfectamente posible la vigencia de la democracia liberal de un modo

contrario a como históricamente ha sido, es decir, la libertad humana

para realizar las capacidades individuales por encima del mercado y no

a la inversa. «Por el contrario —dice Macpherson— cabría argüir que

el principio ético, o si se prefiere el apetito de libertad individual, se ha

hecho ya demasiado grande para su envoltura capitalista de mercado y

puede existir (la democracia liberal) igual de bien o mejor sin ella, lo

mismo que la capacidad productiva del hombre, que ha aumentado de

forma tan enorme con el capitalismo competitivo, que no desaparece

cuando el capitalismo abandona la libre competencia o se ve sustituido por

alguna forma de socialismo» (Macpherson. 1981: 10-11). Macpherson, a

diferencia de lo afirmado por los liberales ortodoxos, es decir, contrarios

a toda revisión de los principios económicos y políticos del clasicismo,

plantea la posibilidad y hasta la necesidad de que exista un liberalismo

con prescindencia del sistema económico capitalista y de los postulados

políticos que tal sistema comprende, y estima que el liberalismo puede

ser perfectamente compatible con un régimen socialista. Macpherson

desarrolla los postulados de una corriente liberal contemporánea surgida

en Europa al finalizar la Segunda Guerra Mundial, entre cuyos propulsores

figura de manera destacada el profesor Norberto Bobbio, denominado

«liberalismo socialista», «socialismo liberal» o «socialiberalismo», claramente

delineada en la última mitad del siglo XIX por John Stuart Mill

y luego, al final de ese mismo siglo, por el revisionismo de la escuela de

Oxford (T.H. Green y Hobhouse). El «liberalismo socialista» presenta

una interesante simbiosis del liberalismo y el socialismo, crítico tanto del

marxismo como del capitalismo librecambista y al mismo tiempo defensor

de la democracia representativa y de la libertad sujeta al ordenamiento

legal. Esbozado por algunos autores contemporáneos de gran prestigio

intelectual y académico como Norberto Bobbio y Maurice Duverger, nos

presenta lo mejor de ambos mundos: un liberalismo candoroso consciente

de la importancia del capitalismo para generar progreso y riqueza pero

al mismo tiempo humanizado y sensibilizado por las luchas y planteamientos

socialistas como para corregir las injusticias y desigualdades del

mercado y la libre competencia.




  Liberalismo político y liberalismo económico. Precedencia




  No resulta sencillo determinar si las ideas económicas y políticas que

constituyen el cuerpo del pensamiento liberal son coetáneas o si existe precedencia

de unas con respecto a otras. Históricamente, las reivindicaciones

de carácter económico siempre precedieron y determinaron las de carácter

político, hecho tan obvio como que el hombre tuvo primero necesidad

de comer que de deliberar. Las necesidades primarias por excelencia, aun

en el hombre aislado, incomunicado y nómada, son la alimentación, el

vestido y el refugio para protegerse del ambiente; la comunicación, la discusión,

los usos y las normas para regir la convivencia entre los hombres

surgen como necesidades sobrevenidas cuando el hombre se agrupa con

sus semejantes, es decir, se hace social.




  El caso del liberalismo no constituye excepción respecto de la precedencia

de los asuntos económicos sobre los políticos. Muchos autores

sostienen que el liberalismo en sus inicios estuvo inspirado en la conquista

de libertades o reivindicaciones que pudieran conceptuarse como no económicas;

tales son la tolerancia y la libertad religiosa, las cuales anheló siempre

el individuo ante sus semejantes y el Estado, y que fueron esas libertades y

reivindicaciones las que, una vez alcanzadas, echaron las bases para plantear

solicitudes en otros y más amplios campos, como el económico. Otros

tantos sostienen que las primeras aspiraciones fueron de carácter económico

y que si derivaron en reclamos de cambios religiosos y políticos fue

en razón de que la cosmovisión medieval estaba íntegramente dominada

por la cuestión religiosa (y decir religión no era referirse puramente a los

aspectos espirituales sino a los económicos, sociales y políticos, todos los

cuales estaban dominados por la religión), y no era posible cambiar aquella

visión sin modificar el elemento principal en el cual aquel estado de cosas

se fundamentaba. Desde la Antigüedad hasta el Medioevo, abundan las

sublevaciones de esclavos, siervos y campesinos reclamando alimento,

tierras y liberación de la fuerza de trabajo, pero muy pocas en reclamo de

libertades que puedan catalogarse como políticas y, cuando se trataba de

estas, siempre se inspiraron en alguna razón económica apremiante. Debe

destacarse que las grandes transformaciones políticas durante y después

del Medioevo siempre fueron lideradas por sectores que, o bien habían

logrado el mayor poder económico y aspiraban también al control político,

o bien por los sectores más deprimidos, que no buscaban más que

reivindicaciones económicas. Ambas circunstancias sirven al propósito de

demostrar la precedencia de los asuntos económicos sobre los de carácter

político. Bien entrado el siglo XVIII, las cosas no parecían haber cambiado

demasiado, como lo testimonia Alexis de Tocqueville en su análisis

sobre la situación general que presentaba Francia en los años precedentes

a la Revolución de 1789 y las causas que la determinaron. El capítulo III

del libro III tiene un sugestivo enunciado: «Cómo los franceses quisieron

reformas antes de querer libertades»:




  

    Es digno de ser destacado —dice— el hecho de que, entre todas las ideas y

todos los sentimientos que prepararon el camino de la Revolución, la idea y

el amor de la libertad pública propiamente dicha fueron los últimos en presentarse

y los primeros en desaparecer. Hace tiempo había empezado a resquebrajarse

el viejo edificio del gobierno, estaba ya a punto de derrumbarse

y apenas se hablaba todavía de libertad (Tocqueville. 1856/1982: II-169).


  




  Luego, al referirse a la influencia determinante que ejercieron las

ideas y planteamientos de los economistas o fisiócratas (términos sinónimos

en la época en la que Tocqueville escribió) sobre los antecedentes y

desarrollo de la revolución misma, expresa:




  

    Todas las reformas sociales y administrativas llevadas a cabo por la

Revolución, ya fueron concebidas por ellos antes de que se abriera paso

en su espíritu a la idea de las instituciones libres. Es cierto que se muestran

favorables al libre cambio de productos, al laisser faire o al laisser passer en

el comercio y en la industria; pero respecto a las libertades políticas propiamente

dichas, ni siquiera pensaban en ellas, e incluso, cuando tal idea

les asaltaba por casualidad, la desechaban inmediatamente. Casi todos se

manifiestan enemigos de las asambleas deliberantes, de los poderes locales

y secundarios, y en general de todos esos contrapesos establecidos en

distintas épocas en todos los pueblos libres para equilibrar la acción del

poder central (Tocqueville. 1856/1982: II-171).


  




  Justificación política de una filosofía económica




  Aun cuando se aceptase el muy discutible supuesto de que los primeros

planteamientos liberales fueron los de carácter político, religioso

o simplemente no económico, nadie podría negar que cada vez que tales

planteamientos se formularon, inmediatamente se relacionaron, confundieron

y hasta suplantaron con asuntos de carácter económico tales

como el trabajo, la propiedad, los impuestos, la herencia, la industria y

el comercio, constituyéndose entre unos y otros una amalgama que hizo

materialmente imposible deslindarlos. Por estas razones, desde sus inicios

hasta nuestros días, el liberalismo tomó forma de filosofía económica

necesitada de justificación política. Si bien es verdad que liberales muy

destacados como Locke, Montesquieu, Constant, Tocqueville, Bentham,

Stuart Mill y posteriormente T.H. Green y Hobhouse no fueron en su

mayoría teóricos de la economía ni defensores del laissez faire (aunque

todos sostuvieron en distintos grados una relación directa entre propiedad

y libertad), y que para algunos de ellos y otros autores muy destacados «el

liberalismo significó la supremacía de la ley y el Estado constitucional,

y la libertad era la libertad política, no el principio económico de libre

comercio o, todavía peor, la ley de la supervivencia de los mejor dotados

(Sartori. 1988: II-454)», es igualmente cierto que desde sus inicios,

y luego muy especialmente a partir de la obra de Adam Smith, uno de

los principales arquitectos doctrinales del advenimiento del pensamiento

liberal clásico, este abordó el aspecto económico invariablemente, casi

siempre preferiblemente y no pocas veces exclusivamente, y esa actitud

fue acentuándose hasta convertirse en preponderante a través del desarrollo

del pensamiento liberal hasta la actualidad. En síntesis, si bien no

puede asegurarse que al menos el liberalismo de los orígenes fuese esencial,

integral y exclusivamente una teoría y una práctica sobre la propiedad y

el capitalismo, sí puede afirmarse que ambos tienen en la doctrina liberal

sus mejores fundamentos y su más ardorosa defensa y justificación y que

esa situación se ha consolidado en el liberalismo contemporáneo.




  La antigua vocación de adquirir




  Desde sus inicios, el liberalismo aparece vinculado a la defensa de

la propiedad y la riqueza (y en este hecho se fundamentan su origen y

razón de ser), y al hacerlo interpretó cabalmente sentimientos que solo

las restricciones impuestas por el clima de la Antigüedad y el Medioevo

eran capaces de reprimir o al menos contener. Desde siempre, ya con el

objeto de satisfacer sus necesidades, ya para acrecer sus pertenencias y

acumular riqueza, el hombre ha tenido la vocación de adquirir, primero

por la mera ocupación, luego por la guerra o el despojo y más tarde por

el trabajo. Nadie decretó la vocación adquisitiva del hombre ni nadie

puede determinar cómo ni cuándo apareció en el ser humano el sentido

de apropiación sobre las cosas que existían a su alrededor. Es en esa actitud

primaria, elemental, si se quiere instintiva, en la que se fundamentan

quienes sostienen que la propiedad constituye un derecho natural, no en

el sentido de que existiera antes que el hombre y con independencia de

él, porque ningún derecho tendría razón de existir sin sujetos titulares que

los ejercieran, sino en el sentido de su pertenencia al ser humano, de su

existencia indeliberada, espontánea, sin que nadie lo hubiese decretado o

consagrado expresamente.




  La libertad y la propiedad como derechos naturales




  En autores universalmente considerados unos precursores y otros

forjadores del pensamiento liberal, sean los denominados individualistas

absolutistas como Hobbes, los llamados liberales individualistas como

Locke o Montesquieu, los teóricos de la democracia y la soberanía popular

como Rousseau, los pensadores de la Ilustración escocesa y economicistas

de la escuela clásica de economía como Adam Smith y David Ricardo, los

ideólogos de la democracia americana como Jefferson, los utilitaristas de

la escuela jurisprudencial como Bentham o James Mill o, finalmente, los

humanistas del liberalismo revisionista como John Stuart Mill, T.H. Green

y Hobhouse, la libertad y la propiedad son consideradas simultáneamente

(en unos autores de forma absoluta y total y en otros de manera limitada

o restringida) integrando la categoría de los derechos naturales, sea que

por estos se entendiese los que el hombre poseía cuando se hallaba en

estado de naturaleza, por lo cual se consideraban anteriores a toda forma

de organización social o reconocimiento legal de ellos, sea porque se los

tuviese como producto del establecimiento legal o social a salvo de la

interferencia del Estado o de los otros individuos. Una y otra concepción

definen y entienden la libertad y la propiedad como los derechos naturales

por excelencia y como consustanciales entre ellos, en el sentido de que no

pueden existir la una sin la otra. Los autores liberales heterodoxos (donde

se ubican genéricamente los liberales revisionistas, los liberales idealistas y

del socialismo liberal o liberal-socialismo) advierten sobre las incompatibilidades

que surgen entre la libertad política y la libertad económica, entre

la libertad y la democracia y entre la libertad política y la democracia ante

o contra las libertades económicas en general y la propiedad en particular.




  Ludwig Von Mises, al argumentar a favor de la propiedad y describir

su evolución histórica, acoge ingeniosamente las opiniones expuestas

por los doctrinarios que cuestionan dicha institución, a la que niegan el

carácter de derecho natural, sosteniendo que la posesión física de los bienes

económicos, lo cual constituye la esencia de la propiedad natural, tiene su

origen en la ocupación. Para Mises, como también para quienes la critican

y fundamentan en ella todos los males de la humanidad, la propiedad no

es un fenómeno espontáneo independiente de la voluntad ni de la acción

humana y solo puede concebirse que se haya constituido en sus principios

mediante la apropiación de un bien sin dueño, y al sostener este punto

de vista se aparta del concepto clásico de que la propiedad constituye un

derecho natural. Mises admite que «cualquier propiedad dimana de una

ocupación y de una violencia», que «todo derecho se remonta a una violencia

efectiva y toda propiedad fue en su origen expropiación o robo»,

concluyendo salomónicamente que solo mediante el reconocimiento y

la convalidación de la situación de hecho creada inicialmente por la ocupación

o la violencia, o por ambas, es posible garantizar el orden y la paz,

puesto que «cualquier tentativa de proceder de modo diferente habría

reavivado y eternizado las luchas» (Mises. 1968: 29-33).




  En refuerzo de esta interpretación, transcribimos la precisa concepción

de Benjamín Constant:




  

    Me parece que algunos de los que han defendido la propiedad mediante

razonamientos abstractos, han incurrido en un error grave: han presentado

la propiedad como algo misterioso, anterior a la sociedad e independiente

de ella. Ninguna de estas afirmaciones es cierta. La propiedad

no es en absoluto anterior a la sociedad, pues sin la asociación que le

proporciona la garantía no sería más que el derecho del primer ocupante,

el derecho de la fuerza, en otras palabras; es decir, un derecho que no

lo es. La propiedad no es de ninguna manera independiente de la sociedad,

ya que puede concebirse un estado social, muy mísero realmente,

sin propiedad, mientras que la propiedad sin estado social es inimaginable

(Constant. 1989: 139).


  




  Así como ocurre con el concepto de propiedad, debemos precisar el

concepto de riqueza en sentido material, definiéndola como el conjunto

o la creación de bienes con valor de uso o de cambio; y el concepto de

capitalismo, entendido como la propiedad privada de los medios de producción

y el consiguiente proceso de acumulación y multiplicación de

la riqueza que aquellos son capaces de generar, abstracción hecha de las

conclusiones marxistas, que hacen depender de la propiedad individual

de los medios de producción y del proceso capitalista de explotación y

acumulación todos los males y desgracias de la humanidad, y de las descripciones

liberales, que hacen radicar en ellos la síntesis de toda bondad

y bienestar.




  La influencia del capitalismo. Capitalismo y liberalismo




  Alrededor del año 1500, las normas y patrones vigentes en la Edad

Media se perciben como limitaciones a la iniciativa individual que dificultan

la generación y aprovechamiento de la riqueza. «La idea del capitalismo

no cabía dentro de los muros de la cultura medieval. Y el capitalismo, en

consecuencia, emprendió la tarea de transformar la cultura de acuerdo

a sus nuevos propósitos» (Laski. 1981: 21). Como anteriormente destacamos,

los hechos y circunstancias, esta vez el capitalismo, determinan

la aparición y modelan el contenido y evolución tanto de las doctrinas

políticas y económicas como de las normas jurídicas que debían regular

una situación fáctica nueva.




  El desarrollo de cualquier fenómeno social produce un sistema de

imperativos característicos, y el del capitalismo consistió, por su misma

y obvia esencia, en establecer el derecho a la riqueza con el mínimo de

interferencia de cualquier autoridad, es decir, libremente. Es en servicio

de este imperativo como el capitalismo se ve obligado, al decir de Laski,

a pasar por dos grandes fases: por un lado pretende transformar una

sociedad hostil que por ignorancia desconfía del nuevo fenómeno y por

eso mismo no le permite desarrollarse, mientras que por el otro trata de

apoderarse del Estado, puesto que ha descubierto que constituye un formidable

instrumento de cooperación, e incluso de coerción, para el logro

de los fines que se propone. El mercantilismo, fase inicial del capitalismo,

se aprovechó de un marcado intervencionismo estatal para proteger las

incipientes industrias locales frente a la competencia extranjera y para

privilegiar el comercio por encima de cualquier otra actividad, regido por

los principios de acumulación de metales preciosos y de balanza comercial

favorable en el intercambio con otros países. Tanto el capitalismo como el

liberalismo que le sirve de fundamento están dispuestos a utilizar cabalmente

los medios disponibles para lograr sus fines y luego no reparan en

desecharlos. Al describir la evolución de ambos como fenómenos conexos,

Laski dice que:




  

    La incipiente doctrina, al menos hasta el final del período mercantilista,

considera como cosa natural la subordinación de la economía a la política.

Pero resulta entonces que una administración estatal deficiente (o

no lo bastante eficiente en términos de cooperación) estorba la explotación

plena de los recursos económicos y entonces las mentes van inclinándose

al principio del laissez-faire. El Estado, que hasta comienzos del

siglo XVIII aparece todavía como agente eficaz del capitalismo, a fines de

ese mismo siglo es considerado ya como el enemigo natural de su doctrina.

Toda la ética del capitalismo se resume en su esfuerzo por libertar

al poseedor de los instrumentos de producción, emancipándolo de toda

obediencia a las reglas que coartan su explotación cabal. El auge del liberalismo

resulta de la ascensión gradual de la doctrina que sirve de fundamento

a esta ética (Laski. 1981: 22-23).


  




  Para Max Weber, el capitalismo es el fenómeno y poder más importante

de la vida moderna y es típicamente occidental, como lo fueron

la ciencia y el desarrollo sistematizado de las disciplinas científicas, la

ciencia jurídica racional, la música armónica, la racionalización integral

del arte, la tipografía masiva, la formación de especialistas, el Estado

estamentario con constitución racionalmente establecida e instituciones

democráticas como la separación de poderes, las elecciones periódicas y

el sistema legislativo orgánico. La hipótesis weberiana se halla dominada

por dos aspectos centrales: el primero considera que el capitalismo, en

tanto fenómeno típicamente occidental, también es típica o al menos

predominantemente un fenómeno derivado o estrechamente relacionado

con la Reforma protestante y la ética que inspira esta confesión, asunto

muy discutible al que nos referimos en otros temas del presente trabajo

(véase: Weber, la concepción puritana de la profesión —o doctrina

puritana de la vocación— y la economía individualista).




  El segundo aspecto plantea que el capitalismo constituye un fenómeno

que está muy por encima o más allá de asuntos como el afán de

lucro y la tendencia a enriquecerse, sobre todo monetariamente y en el

mayor grado posible, sea por el trabajo o por la guerra, por la inversión

calculada o por la especulación brutal, por el mercado orientado por

el azar y las probabilidades o distorsionado por el monopolio o por

cualquier práctica artificiosa. Weber niega importancia como asunto

esencial del capitalismo al hecho concreto del enriquecimiento y los

medios empleados para lograrlo, y afirma que ello no tiene relevancia en

relación con la médula del fenómeno capitalista; se trataría de cosas que

nada tienen que ver con el capitalismo verdaderamente racional según

el modelo occidental, porque el mero enriquecimiento y los medios que

se utilicen para obtenerlo:




  

    ... son tendencias que se encuentran por igual en los camareros, los médicos,

los cocheros, los artistas, las cocottes, los funcionarios corruptibles,

los jugadores, los mendigos, los soldados, los ladrones, los cruzados: en

all sorts and conditions of men, en todas las épocas y en todos los lugares

de la tierra, en toda circunstancia que ofrezca una posibilidad objetiva de

lograr una finalidad de lucro (Weber. 1955: 4).


  




  Todos estos hechos, según la opinión de Weber, que por fuerza de

ser comunes y generalizados «son cosas que nada tienen que ver con el

capitalismo» obligarían a enfocar con una óptica distinta y a ubicar en

una dimensión diferente un fenómeno tan importante y trascendente.

Insistiendo en su tesis, Weber agrega:




  

    ... es preciso, por tanto, abandonar de una vez para siempre un concepto

tan elemental e ingenuo del capitalismo, con el que nada tiene que

ver (y mucho menos con su «espíritu»), la «ambición», por ilimitada que

esta sea; por el contrario, el capitalismo debería considerarse precisamente

como el freno o, por lo menos, como la moderación de este impulso

irracional lucrativo (Weber. 1955: 4-5).


  




  Las conclusiones de Weber al respecto son desconcertantes, pero su

autoridad intelectual no es suficiente para desmentir la historia, los hechos

y gran parte de la doctrina, que no aprecia en modo alguno como contrapuestos

o extraños, sino más bien como consustanciales, como partes

integrantes de un todo indisoluble, capitalismo y riqueza, afán de lucro y

atesoramiento, independientemente de las intenciones que los inspiren,

de los medios que se utilicen para lograrlos y de la frecuencia con la que

se empleen. Para demostrar esta afirmación, que es apenas obvia y lógica,

bastaría con suprimir al capitalismo su objetivo de enriquecimiento ilimitado

para que presenciásemos su desaparición. Nadie sería capaz, por

carente de sentido y ocioso, de aguardar el advenimiento de un capitalismo

cuya finalidad no fuese el enriquecimiento. El capitalismo no es un

fenómeno de la naturaleza ni una abstracción filosófica ni una hipótesis

más o menos comprobable, sino un fenómeno de la conducta humana

con expresiones tangibles, tanto cuando logra sus objetivos como cuando

no. Y la ética, como definición muy general, siendo «la ciencia de la conducta»

(Abbagnano), sea que se la considere «como ciencia del fin a que

debe dirigirse la conducta de los hombres y los medios para lograr tal fin»,

sea que se la considere «ciencia del impulso de la conducta humana (que)

intenta determinarlo con vistas a dirigir o disciplinar la conducta misma»,

nos lleva a la conclusión de que el capitalismo, como toda manifestación

de comportamiento humano sistematizado, tiene su propia ética, esto

es, su ciencia de la conducta, sus principios, sus reglas y sus objetivos.

Abstraer del análisis de un fenómeno de estas características los aspectos

concretos que lo conforman o limitarlo solo a sus aspectos inmateriales

(aspectos respecto de los cuales, por lo demás, se está muy lejos de la univocidad)

es hacer un análisis erróneo, parcial e incompleto y constituiría

una especulación intelectual verdaderamente inútil.




  Uno de los más rotundos cuestionamientos a esta afirmación de

Max Weber sobre un capitalismo candoroso, profundamente sensible y

humano la aporta nada más y nada menos que Ernst Troeltsch, discípulo

de Weber y uno de sus más grandes panegiristas. Troeltsch escribió El

protestantismo y el mundo moderno en 1925, veinte años después de que

Weber publicara La ética protestante y el espíritu del capitalismo (1904).

No parece necesario destacar que cuando Troeltsch expresó lo que a continuación

citamos, todavía el capitalismo no había llegado a ser todo lo

desarrollado, complejo, indolente e impersonal que ha llegado a ser en

nuestros días. Señala Troeltsch:




  

    El despliegue grandioso, pero también terrible, del capitalismo actual,

con su calculabilidad y su ausencia de alma, con su explotación y falta de

compasión, con su entrega a la ganancia por la ganancia, con su competencia

implacable, con su necesidad agonal de victoria y con su triunfal

alegría mundana por el dominio del mercado, se ha desligado por completo

de todo compromiso ético y se ha convertido en un poder antagónico

a todo auténtico calvinismo y protestantismo. Al no trabajar ya por

el ascetismo en honra de Dios, sino por el logro del poder por honra del

hombre, no tiene de común con el protestantismo más que el fuerte espíritu

individualista, sin el contrapeso del viejo espíritu calvinista social y

religioso (Troeltsch. 1983: 75).




    Crossman también discrepa de Weber y asegura que las circunstancias

de que comúnmente se hayan relacionado el capitalismo con otros fenómenos

como la Reforma y los movimientos religiosos que de ella derivaron

se deben al hecho de que tales fenómenos se hubiesen producido casi

al mismo tiempo, pero cita la importancia creciente de una nueva clase

que, si bien nadie podría determinar exactamente cuándo ni cómo apareció,

fue extendiéndose por toda Europa y por eso mismo tenía que influir

en los movimientos religiosos, políticos y económicos más importantes.

Contrariamente a Weber, sostiene que «el capitalismo no es un fenómeno

específico de los países protestantes» (Crossman. 1978: 42) y cita como

ejemplo que España y Portugal fueron los primeros países imperialistas

y capitalistas y han permanecido católicos hasta hoy, existiendo países

protestantes, como Escocia, que han tenido muy poca conexión con

los nuevos movimientos económicos. Por su parte, Sombart afirma que

ya para el siglo XIV el capitalismo es un fenómeno extendido en las ciudades

italianas, afiliadas al credo católico y no al protestante, que todavía

no había aparecido, confesión esta que nunca llegó a tener influencia

importante en Italia aun después de que se hubiera diseminado en gran

parte del continente europeo. Italia, por encima de cualquier otro país,

constituye el ejemplo típico del capitalismo temprano, caso solo comparable

al de las ciudades holandesas, que comenzaron a ser capitalistas

cuando eran católicas, y después, fundamentalmente por razones políticas,

se pasaron a diversas confesiones protestantes. En el año 180 a. C. se

abrió en Roma la primera bolsa de valores y con ella la fiebre especulativa

se apoderó de los romanos; hasta los pequeños terratenientes vendieron

sus propiedades para jugar al alza.


  




  Para Harold Laski, también a diferencia de Weber, el espíritu capitalista

sí está estrechamente conexionado con el afán de lucro y con el

ánimo adquisitivo en sentido material. Ese espíritu capitalista, es decir,

la búsqueda de la riqueza como objeto principal de la acción humana,

«comienza a adueñarse de los hombres para fines del siglo XV». Y en

cuanto a su aparición, nos dice:




  

    La idea de la riqueza por la riqueza no es repentina sino tan antigua

como la civilización. Hay que guardarse de la puerilidad de creer que

este espíritu capitalista aparece de súbito al acabar la Edad media, y que

de repente la mente humana se vuelve adquisitiva. El afán de lucro es

tan antiguo como la historia. Lo nuevo es la aparición de una filosofía

(el liberalismo) que sostiene que es aún más fácil alcanzar el bienestar

social concediendo al individuo mayor latitud [sic] para sus iniciativas

(Laski. 1981: 25. Paréntesis añadidos).


  




  Los patrones religiosos, políticos y económicos del Medioevo




  Si bien la idea de enriquecerse estaba severamente limitada por

los rígidos patrones religiosos y económicos vigentes en la Edad Media

(prohibiciones del préstamo a interés; de las ventas y comercio en general

que no se ajustaran estrictamente al justo precio; del acaparamiento; de la

acumulación de riqueza; del quebrantamiento de los cánones gremialistas;

del ejercicio de ciertas profesiones e industrias; finalmente, una severa

regimentación de la producción en sus características y cantidades), según

los cuales el buen cristiano debía vivir resignado a su suerte, cualquiera

que fuese, esforzándose más en las indulgencias que pudiera acumular

en la tierra para ganar la vida eterna que en su tránsito feliz por la vida

temporal, paulatinamente va rechazándose esa concepción tradicional y

abriéndose campo a nuevas interpretaciones sobre la vida, el individuo,

la religión, el Estado y la riqueza. Por lo demás, no es que el común de

la gente, practicante de una religión que aceptaba la realidad mundana

sin discutirla, fuese tan desentendido como para no observar que desde

siempre habían existido ricos y pobres y la terrible desigualdad que los

diferenciaba, sino que profesaba un credo en el cual la resignación, las

privaciones y mortificaciones del cuerpo, la conformidad y el sacrificio

en la vida terrenal constituían el camino para lograr el valor supremo

de la felicidad en la otra vida. En la práctica, esta manera de pensar y

actuar inducía a una aceptación tácita de la situación personal y general:

se nacía y moría rico o pobre, señor o siervo, libre o esclavo, y ello

se asumía como algo perfectamente natural e inmodificable porque, al

fin y al cabo, Dios había dispuesto las cosas de un modo preciso que el

hombre no podía o no debía cambiar. Esa muda aceptación de la realidad

de cada uno y sobre todo esa inconmovible resignación actuaron

durante mucho tiempo como impeditivas del progreso económico y de

la movilidad social.




  La evolución del derecho natural




  Hemos expresado que el liberalismo se constituyó en el fundamento

ideológico del naciente capitalismo, y que tanto el fenómeno en sí (el

capitalismo) como la ideología que pretendía justificarlo (el liberalismo)

requerían un sistema jurídico-normativo que los sustentara, ya se tratase

de un derecho nuevo a la medida del fenómeno insurgente, ya del

derecho conocido pero adaptado a las nuevas exigencias de ambiente,

tiempo y lugar. Allí estaba el derecho natural (tema que trataremos con

mayor amplitud en el subtítulo: Derecho natural y ley natural), la forma

más antigua y universal del derecho, que en su evolución al racionalismo

abandonaría su preocupación por los asuntos intemporales, se separaría

de la teología y se convertiría en un conjunto de principios y normas

para regular las exigencias de las nuevas circunstancias, caracterizadas por

la importancia cada vez mayor del individuo como agente económico,

del comercio interior y exterior, de la industria, de la relación entre los

Estados y entre el Estado y el individuo, de los bienes muebles como

el dinero, los metales preciosos y mercancías en general, que de pronto

adquirieron mayor importancia económica que la propiedad de la tierra,

puesto que esta no crecía en tamaño, su rendimiento era limitado hasta

en sus mejores momentos, y su tenencia, así como los demás derechos

que de ella se derivaban, estaban sometidos a conflictos permanentes y

contingencias diversas. Debe tenerse presente que, así como el derecho

natural es anterior al derecho positivo y el derecho consuetudinario lo

es al escrito, el derecho privado precede al derecho público, el cual se

desarrolla en la misma medida en que lo hacen el Estado-nación y las

relaciones entre Estados-naciones. El nuevo hombre y la nueva sociedad,

pues, requieren un nuevo Estado y un nuevo derecho.




  Capítulo II




  El feudalismo




  Para comprender cabalmente el liberalismo, es necesario examinar

otros fenómenos y sistemas precedentes, tales como el feudalismo, en

tanto que manifestaciones estrechamente relacionadas con la propiedad,

la organización social y política y las relaciones de producción:




  

    El feudalismo en su edad moderna no es otra cosa que el producto de la

tentativa real, lograda parcialmente, de colocar una nueva clase dirigente

de origen monárquico en el lugar de las viejas dirigencias como las expresadas

tradicionalmente por los diversos grupos étnicos populares germánicos,

solo que la capacidad insospechada de reproducirse de esta nueva

clase hizo que se les escapara de las manos el sistema a los monarcas, de

tal manera que el ordenamiento feudal, concebido como realidad sustancialmente

centralista, adquirió en breve tiempo las características del fraccionalismo

más acentuado. Y la historia de Occidente quedó marcada de

una manera irremediable (Colliva. 1991: 644-645).


  




  El sistema feudal estaba constituido por un complejo de relaciones

y fórmulas jurídico-patrimoniales que comprendían personas y cosas.

Inicialmente, se trató de una relación personal muy vinculante entre el

monarca feudante y el vasallo feudatario, relación que paulatinamente

perdería fuerza en la medida en que el otorgamiento inicial ex gratia se

convirtió en un verdadero derecho patrimonial del feudatario, transmisible

por herencia. Después consistió en un dominio patrimonial

jurídicamente reconocido a favor del feudatario sobre los bienes entregados

a su dominio; finalmente, en una relación de ordenación política

y administrativa del feudatario sobre las personas que habitaban en su

jurisdicción y al mismo tiempo en una total autonomía del feudatario

frente al monarca feudante.




  La aparición del sistema feudal en Occidente se produjo en la época

carolingia, entre los siglos VIII y IX, y aunque, según Colliva, declinó

definitivamente en la Europa continental en la época de la Revolución

francesa, debemos precisar que mucho antes el sistema feudal ya había

sido en algunos casos disminuido y en otros totalmente abatido en vastas

regiones donde, precisamente como reacción contra la disgregación

feudal, se habían constituido monarquías absolutistas fuertemente centralizadoras,

como las de Enrique VIII en Inglaterra, Felipe II en España

y Luis XIV en Francia. No interesan a nuestro estudio sistemas feudales

distintos al europeo, incluso más acentuados y persistentes en el tiempo,

como el ruso, el chino, el indio, el otomano y el japonés, por carecer de

importancia como antecedentes de fenómenos típicamente occidentales

como el capitalismo y el liberalismo.




  Según las acotaciones de Colliva, el feudalismo parece haber tenido

su origen en la antiquísima institución de la fidelitas germánica, práctica

característica de aquellos pueblos nómadas y guerreros, conquistadores

errabundos que no dejaban ningún vestigio de organización a su paso y

acostumbraban enrolar en el séquito del rey a jóvenes, los fideles, a quienes

adiestraban en el oficio de la guerra, única fuente de lograr riquezas y

honores. Originalmente —dice Colliva— el rey de un pueblo germánico

era jefe político y militar escogido en cada caso y para cada empresa, lo

cual significaba que carecía de estructuras administrativas formales y permanentes.

Tales agrupaciones, por numerosas que fueran, no constituían

propiamente una organización social sino un ejército trashumante en permanente

conquista que, por su misma movilidad, no requería consolidar

dominios territoriales ni ejercer sobre ellos control permanente, como

tampoco tenía necesidad de crear ninguna institución estable parecida

al Estado, ni organizar o ejercer las funciones inherentes a determinada

forma de gobierno ni ninguna otra actividad distinta al avituallamiento y

a la logística imprescindibles para la guerra. Esta tenía por única finalidad

saquear a los derrotados y convertirlos en esclavos para garantizarse la mano

de obra que empleaba en los oficios complementarios de las actividades

bélicas. La comitiva de fideles que acompañaba al rey es característica de

una época en la cual estos pueblos todavía no se habían hecho sedentarios;

cuando, si bien todavía no habían sentido necesidad de asentarse en un

territorio determinado, sí, en cambio, requerían establecer una jefatura

perdurable y estable, la monarquía, necesaria para consolidar el liderazgo

militar y político del conglomerado. La relación entre el rey y sus fideles

era muy estrecha, porque se fundamentaba en la mutua protección de la

vida y en la necesidad de garantizar los éxitos de guerra, que eran los que

precisamente legitimaban la jefatura. Los fideles —escribe Colliva— no

derivaban de esta proximidad ningún poder político particular, aunque

sí obviamente influencia y honores, y la jefatura de cada grupo continuaba

asignándose por el gentilicio o por el ascendiente de cada jefe sobre

su propio grupo y no por las relaciones con el rey o por decisión suya.

Cuando estos pueblos pasan de nómadas a sedentarios, la jefatura se

extiende también al ámbito territorial que ocupa cada pueblo y a todos

los nuevos asuntos propios de la vida en común. En la misma medida en

que la institución monárquica va desarrollándose y el rey va concentrando

más funciones y poderes, se vio en la necesidad de designar a sus más

allegados para ejercer las funciones que iban apareciendo. Los primeros

llamados a desempeñar las nuevas funciones políticas y administrativas

fueron obviamente los fideles, por ser quienes gozaban de la mayor confianza

del rey. A falta de otros criterios, en una institución de desarrollo todavía

incipiente —expresa Colliva— parece lógico que el motivo de designación

fuese la mera fidelidad. Cuanto más se extendieron los dominios y

las funciones a ser desempeñadas, más fideles fueron necesarios, pero sus

poderes se vieron chocados, impedidos o en inferioridad de condiciones

con otros diversos poderes arraigados en las comunidades autárquicas que

iban conquistando. De ahí que estos fideles, como representantes y agentes

del rey, se vieran en la imposibilidad de aplicar reglas y procedimientos

iguales a pueblos esencialmente distintos que solo tenían en común el

mismo conquistador. En esta diarquía, representada en el conflicto de

poderes entre el rey y los diversos grupos patriarcales o tribales, radicaba

la causa principal de debilidad de las fragilísimas construcciones políticas

creadas por los germanos en Occidente, agravadas por otras tensiones

religiosas, étnicas, lingüísticas y consuetudinarias.




  En otros pueblos, como el franco, lo que determina la instauración

del feudalismo es la necesidad de reforzar el poder real mediante la utilización

sistemática de la estructura del vasallaje. Al no poder extender más

allá de cierto límite el poder real valiéndose de las relaciones de sangre y

parentesco o de fidelidad personal derivada del compromiso íntimo, se

recurrió a otras relaciones como la affectio. Para tener fideles asegurados en

las distintas zonas o territorios de su dominio, el rey concedía a sus vassi

(vasallos) en beneficium (beneficio, favor o protección) una porción de

tierra determinada tomada a la Iglesia, al fisco o producto de botines no

repartidos; estas tierras se entregaban en precarium, negocio o concesión

gratuita que dependía de la voluntad unilateral del monarca y por eso

mismo revocable en cualquier momento. En cierto modo, este poder de

revocación que podía ejercerse en cualquier momento aseguraba la fidelidad

del vassu (vasallo). Del aprovechamiento de ese territorio, el vassu

debía obtener los medios para mantenerse, armarse y vigilar los intereses

del rey, que seguía siendo el único y auténtico propietario. La relación del

vasallaje se completó, pues, con los beneficios materiales que obtenía el

vasallo a cambio de su fidelidad, beneficios que llegaron a convertirse en

verdaderos derechos a su favor. Estamos en una época, la carolingia, en

la cual toda la economía gira alrededor de la tierra, por lo cual el poder

político y económico depende enteramente del dominio que se tenga del

suelo. El concepto beneficium-feudum —prosigue Colliva— se convirtió

en el aspecto característico, primero del feudalismo franco y posteriormente

de todo el feudalismo occidental. El vassu, de paso, no estaba

obligado a ninguna de las prestaciones públicas que eran administradas

por los poderes territoriales tradicionales, ni pagaba impuestos ni estaba

bajo la jurisdicción del magistrado local, y con estas prerrogativas el vassu

enfeudado se convertía en un contrapeso de los poderes locales, fuesen

los tradicionales de las regiones conquistadas u otros instituidos especialmente

por el rey. Como la estructura social del Medioevo era piramidal,

la relación entre el rey y el vassu no tenía instancias ni estamentos interpuestos

y este dependía exclusivamente de aquel. En la medida en que esta

estructura fue ampliándose, el rey tuvo un control mucho mayor sobre los

pueblos conquistados y se aseguró temporalmente la fidelidad de los vassi

en la misma medida en que pudiera concederles beneficios. Aunque en

los inicios de la institución feudal la concesión del feudo, el consiguiente

beneficium y el otorgamiento de las inmunidades que lo acompañaban se

derivaban de un contrato unilateral privado revocable por la sola voluntad

del soberano, que no aparejaba la transmisión de la propiedad sino

únicamente la posesión a título precario, el contrato fue adquiriendo cada

vez más importancia pública, el elemento material del beneficium se hizo

imprescindible como parte integrante del contrato, más importante aún

que el elemento inmaterial o sacramentum, la posesión precaria se convirtió

en dominio y este generó derechos patrimoniales de tal naturaleza que,

transmitidos del feudatario a sus herederos plenamente, ya no pudieron

ser unilateralmente revocados por el rey ni por sus descendientes, sino que

más bien estaban obligados a respetarlos como si se tratara de un contrato

sinalagmático cualquiera. El rey, pues, había perdido el único elemento

de presión frente al feudatario, cual era el derecho de revocar el feudum, y

se halló en situación de tener que negociar permanentemente la fidelidad

de sus vasallos a cambio de nuevas y mayores concesiones.




  Transmitida por la conquista franca, la institución feudal se difundió

por toda Europa durante el siglo IX y adquirió mayor importancia en la

medida en que aumentaban las exigencias del nuevo emperador franco-germánico

de controlar los territorios extranjeros y someter a las poblaciones

celosas de su propia autonomía. El desarrollo de la institución feudal no

se detuvo en la concesión de feudos y en los derechos que de ello derivaban,

sino que se extendió hasta el otorgamiento de los cargos centrales

más importantes y también de los cargos de los gobiernos provinciales

que iban resultando de la conformación de los reinos. Desde el mismo

momento en que floreció el feudalismo monárquico porque permitió la

sustitución íntegra de todas las viejas dirigencias locales y provinciales con

vassi de origen real —apunta Colliva— el sistema comenzó a funcionar

contra las pretensiones monárquicas de centralización: de instrumento

en manos del rey se transformó en instrumento en manos de las nuevas

aristocracias locales. Con frecuencia, el vassu real, investido de los máximos

poderes feudalizados, era el nuevo exponente de los viejos poderes

locales de estirpe o de familia a los que había sustituido. El mismo éxito

de la institución feudal pronto indujo a que los vassi feudatarios copiaran

en pequeña escala en sus dominios una organización esencialmente

idéntica a la que el soberano había difundido en todo el Estado, con la

ventaja de que el vassu, a diferencia del rey, podía ejercer un control verdaderamente

directo en un ámbito territorial relativamente reducido y

sobre sus propios vasallos inmediatos, gracias a que la misma organización

social piramidal medieval los hacía depender de él y no del rey. Entre los

siglos X y XII, ya en crisis la relación entre el rey y los vassi, son estos los

verdaderos titulares del poder fragmentado y disperso a lo largo y ancho

del reino entre multitud de feudatarios que el soberano no puede sojuzgar

y cuya fidelidad a duras penas puede comprometer para cada caso, al

cabo de complicadas y a menudo muy onerosas negociaciones, porque

definitivamente el beneficium ha ocupado el lugar del sacramentum en las

relaciones entre ambos.




  El derecho y la economía del Medioevo




  La libertad en el mundo feudal, dice Guido de Ruggiero, nace de

una cierta igualdad y una cierta seguridad que buscaban los hombres entre

las agrupaciones a las que pertenecían y entre unas agrupaciones y otras. A

medida que la circulación aumenta (es decir, el intercambio entre la agricultura,

la industria y el comercio) y las relaciones entre los hombres se hacen

más cotidianas, generales e intensas, también aumenta el número de los

grupos privilegiados y la libertad de estos para conseguir sus propios fines.

Esto, que denotaría una contraposición con el principio liberal de rechazo

al privilegio de individuos y grupos, constituyó en la época un enorme

avance en el paso de ampliar los privilegios hereditarios y estamentales,

extendiéndolos de la monarquía, los señores feudales, la aristocracia y el

alto clero a grupos más numerosos en razón de las actividades a las que se

dedicaban (gremios, comerciantes, agricultores, artesanos y burguesía en

general). Pero tampoco en este caso puede afirmarse que la época feudal

fue una era de libertades extendidas donde las personas en su mayoría

fuesen titulares efectivos de derechos. Debe tenerse en cuenta que en la

estructura social piramidal de la Edad Media existían muy pocas personas

verdaderamente libres y una gran mayoría permanecía atada a diversas

formas de subordinación religiosa, social y económica. Aun las personas

enteramente libres estaban limitadas por las condiciones que imponían

los propietarios eclesiásticos o laicos de la tierra. El Medioevo es la edad

del derecho privado, que es lo mismo que decir derecho regulador de las

relaciones entre particulares, en las cuales no están presentes ni delimitadas

las facultades del Estado o del gobernante laico o eclesiástico. El derecho

privado es prácticamente «el derecho» porque no existe otro. Con arreglo

a las normas y usos del único derecho, variables de unas comunidades a

otras, se regulan todas las relaciones entre los hombres, incluyendo aquellas

como la propiedad, la herencia, la organización familiar y la libertad, casi

todas las cuales serían posteriormente reguladas por el derecho público.

Lo que de libertad política existía para determinados grupos y estratos de

la población era parte confundida e inseparable de la libertad civil. Todos

los derechos subsisten y se atemperan recíprocamente, y son perfectamente

negociables mediante contratos entre el príncipe y el pueblo. La libertad

se compra y se vende.




  

    Como la fuente originaria del poder del príncipe no difiere de aquella de

que procede el de la restante aristocracia territorial, es decir, de la propiedad,

que lleva inherente la soberanía política, resulta que las relaciones

recíprocas se entablan de soberano a soberano o, para decirlo mejor,

de particular a particular, libremente. Esta originaria paridad en los derechos,

a la vez que da vida a las relaciones, gracias a las cuales se organiza

la monarquía feudal de la Edad media, contiene ya los gérmenes fecundos

de la antítesis futura. Pronto se comenzará a luchar de uno y otro

lado para conservar o para extender el poder propio: la aristocracia buscará

reforzar el régimen de privilegio; la monarquía querrá desarraigarlo e

igualar a los súbditos bajo una misma sumisión (De Ruggiero. 1944: IV).


  




  El hecho mismo de que la economía de la época fuera fundamentalmente

agrícola y localista, entre productores y consumidores inmediatos

o al menos próximos, en comunidades aisladas las unas de las otras por

la pésima situación de las comunicaciones (Henri Pirenne observa que

la vitalidad comercial de la Edad Media resulta más notable si se piensa

en las dificultades que se oponían en aquella época a la circulación de los

hombres y de las cosas; que nada puede imaginarse más desastroso que

el estado de los caminos a partir del siglo XI, ya que lo que aún subsistía

de la admirable red de calzadas del Imperio romano estaba a punto de

desaparecer completamente) favorecía al sistema político medieval, cuya

expresión fue asimismo localista, tanto en lo relacionado con el ejercicio

del poder en manos de los señores feudales, como del sistema jurídico y

la administración de justicia representados en los usos y costumbres específicos

de cada comunidad, todo lo cual impedía la conformación de un

poder único centralizado en manos de un rey. La autarquía económica, y

por derivación en los demás aspectos de la vida diaria, no constituye un

principio ni un concepto, sino apenas un modo de ser individual y social,

una forma de vida que la realidad impone a aquellas personas aisladas y a

las poblaciones incomunicadas en que ellas se desenvuelven.




  El sistema económico feudal




  Si los principios políticos y religiosos que habían corrido de la

Antigüedad al Medioevo colapsaron, entre otros hechos, como consecuencia

de la Reforma protestante, las prácticas y el concepto económico

feudal venían resintiéndose desde hacía muchísimo tiempo, y ello influyó

de manera determinante en la Reforma y no a la inversa, como veremos

más adelante. En el bajo Medioevo no existían mayores posibilidades de

enriquecerse y los pocos que lo hacían, ya prestando con usura o comerciando

especulativamente a despecho de las prohibiciones eclesiásticas, no

tenían muchas oportunidades de invertir productivamente las riquezas,

que por estas mismas razones se acumulaban ociosamente en las pocas

manos que las poseían. Por lo demás, entre esas pocas manos no estaban

las del cristiano común, atado a la pobreza por el sistema, por la religión

(la exaltación de la pobreza como virtud cristiana y pasaporte al Cielo)

y las costumbres (se nace y se muere pobre o rico, señor o lacayo). Así

como eran pocos los que tenían riquezas, al mismo tiempo había pocas

posibilidades de gastarla, ya que la economía de la época feudal era agraria,

localista y principalmente de consumo de los limitados bienes que

resultaban indispensables para subsistir en aquella vida elemental en casi

todos los aspectos. En la economía feudal cada aldea era prácticamente

autosuficiente; el siervo y su familia construían su vivienda y producían

su alimento, vestido y hasta los utensilios propios de su trabajo, los cuales

perderían progresivamente cuando los gremios se hicieron oligarquías, los

artesanos se convirtieron en subordinados de los maestros y más tarde cuando

los gremios perdieron su exclusivismo, ya por medidas liberacionistas o

abatidos por las fábricas de producción masiva en las que los medios pasan

del trabajador al dueño de la industria. Con lo poco que quedaba luego

de satisfacer las urgencias más apremiantes y pagar las agobiantes cargas

tributarias, recurrían indistintamente al trueque o al pago en dinero para

procurarse aquellas otras cosas necesarias que, también limitadamente,

producían otros. Esa producción incipiente, en menor escala, que afluía al

intercambio en mercados controlados por el señor feudal, se correspondía

con un sistema de consumo y comercio igualmente incipiente; y como

las personas se desenvolvían «en una economía estable, puramente localista,

los hombres podían permitir la limitación de su iniciativa individual

como protección en contra de la explotación desconsiderada, porque el

mundo no tenía necesidad, hasta entonces, ni del capital libre ni de los

capitalistas» (Crossman. 1978: 43). Por lo mismo que ni el capital ni los

capitalistas eran necesarios en aquella economía agrícola y elemental, en

la que nadie tenía necesidad de pedir prestado porque ninguna actividad

requería financiamiento, por lo general el préstamo era solicitado como

consecuencia de una situación de emergencia extraordinaria, y así resultaba

perfectamente comprensible que la Iglesia condenara el préstamo a

interés, porque permitirlo equivalía a autorizar una ganancia repugnante

a quien explotaba una necesidad vital de su prójimo, que más bien requería

ser subsanada mediante la caridad que constituir objeto de lucro. Por

lo demás, para reprimir la usura, los escolásticos no hacían otra cosa que

interpretar literalmente los pasajes evangélicos, como el que sentenciaba

al hombre a ganar el pan con el sudor de su frente (y el prestamista no

sudaba en lo absoluto, a no ser por la angustia de no redimir su crédito)

y particularmente el de Lucas (6, 35): Mutuum date, nihil inde sperantes

(prestad sin esperar nada a cambio), principio muy discutido y diversamente

interpretado; pero la represión de la usura especialmente «se fundaba

en el principio de la esterilidad del dinero (peccunia peccuniam non

parit)» (Valls y Taberner. 1979: 161).




  Influencia de las peregrinaciones y cruzadas en la expansión comercial




  Esta economía incipiente era la de los burgos y aldeas aledaños a las

grandes posesiones feudales y eclesiásticas y a los centros militares, porque

desde el siglo XI y XII el comercio entre distintos reinos venía expandiéndose

constantemente gracias, entre otros sucesos, a las peregrinaciones a

Tierra Santa (treinta y cuatro en los siglos VIII, IX y X; ciento diecisiete

en el siglo XI), y a las ocho cruzadas que se produjeron del siglo XI al

siglo XII, entre los años 1096 y 1270, para reconquistar los Santos Lugares.

En el concilio del año 1095, el papa Urbano II hacía un patético llamado

a una muchedumbre reunida a campo abierto en Clermont, donde clamaba

por el cese de las guerras entre cristianos y para que las dirigieran

contra los infieles, convocando a los asaltantes a convertirse en soldados de

la fe y a los mercenarios para que luchasen en búsqueda de recompensas

eternas como guerreros de Dios contra los paganos. Pero aun cuando las

primeras peregrinaciones y cruzadas tuviesen motivaciones pías, no dejaban

de tener sus urgencias económicas. El abastecimiento que requerían

hizo que los comerciantes suplieran a los contingentes a lo largo de su

desplazamiento de ida, estadía y regreso de Tierra Santa; cruzados y peregrinos

retornaron con nuevos gustos asimilados y necesidades derivadas

del contacto con la vida de Oriente, lo cual a su vez creó en Occidente

nuevos mercados para satisfacer esas nuevas necesidades. A partir de la

cuarta cruzada, generosamente financiada por los comerciantes venecianos,

quienes impusieron sus condiciones financieras y determinaron el curso

de las acciones militares con fines mercantiles, casi todas las expediciones

fueron guerras para el saqueo, para dominar nuevas rutas comerciales y

mercados y para apoderarse de nuevas tierras (el número de hombres sin

tierra venía aumentando sin cesar desde el siglo X, así como el contingente

de nobles descendientes sin heredad, para quienes la aventura de la guerra

se convirtió en el único camino hacia la fortuna), justificadas hipócritamente

con pretextos religiosos, tales como la propagación del Evangelio

y la recuperación de Tierra Santa de manos de los infieles. Lo que en un

primer momento constituyeron confrontaciones por motivos puramente

religiosos (aunque nunca totalmente exentas de motivaciones económicas

y de otros intereses nada cristianos), se convirtieron luego en empresas

mercantiles de grandes proporciones, como cualquier guerra de los tiempos

modernos. Para la preparación de la cuarta cruzada, de 1201, el dogo

de Venecia recibe la súplica de los embajadores franceses y conviene en

suministrar barcos para transportar a Tierra Santa 4500 caballeros con sus

respectivas bestias, 9000 escuderos, 20.000 soldados de infantería, 50 galeras

de escolta debidamente armadas y avituallamiento para todos durante

nueve meses. Esta alianza, más bien sociedad mercantil, minuciosamente

documentada por los financistas en textos que siempre encabezaban

con invocaciones al santo nombre de Dios, contempla el pago de cuatro

marcos por caballo y dos marcos por hombre, además del compromiso

de compartir de por mitad toda conquista de territorio o de riqueza que

se hiciese por mar o por tierra. «Puede apreciarse en el documento, que

mientras los venecianos estaban dispuestos a ayudar a la Cruzada “por el

amor a Dios”, no dejaban que este gran amor los cegase hasta el punto de

renunciar a una notable participación en el botín» (Huberman. 1983: 33).




  Si bien desde el punto de vista de la religión los resultados de las

cruzadas tuvieron poca importancia, pues los musulmanes recuperaron el

reino de Jerusalén, en cambio desde el punto de vista económico fueron

de gran trascendencia, «porque los cruzados ayudaron a despertar a la

Europa Occidental de su sueño feudal, desparramando clérigos, guerreros,

trabajadores y una creciente clase de comerciantes por todo el continente,

aumentaron la demanda de artículos extranjeros; arrebataron de manos

musulmanas la ruta del Mediterráneo —que permanecía bajo control

del islam desde la irrupción de estos en el siglo VII— e hicieron de ella

otra vez la gran vía de tráfico entre el Este y el Oeste que había sido en

los tiempos antiguos» (op. cit.: 34). Puede afirmarse que después de las

cruzadas se abre una nueva era en la historia de la humanidad porque

los ideales y objetivos de la dominante idea cristiana de la época, como

hasta entonces se habían concebido, experimentaron una importante

transformación:




  

    El lujo, el amor a la vida y al goce terreno se relacionó con el desarrollo de

las industrias y el comercio que se notó en las ciudades del Mediterráneo.

De esto último se beneficiaron los reyes, ahora más poderosos cada vez,

y los nobles feudales en cambio se perjudicaron por el desarrollo de la

economía monetaria. Y en el campo de la cultura, los nuevos horizontes

abiertos al espíritu occidental permitían extenderse por terrenos antes

vedados. Fueron, pues, las cruzadas el punto de partida de una importante

y decisiva mutación, que abre paso a la llamada baja Edad media

(Romero. 1990: 74).


  




  La evolución del comercio




  A la evolución del comercio durante los siglos XI y XII en el

Sur, hacia y desde el Oriente a través del Mediterráneo, siguió el auge

comercial en los territorios más septentrionales a través de los mares

del Norte. Brujas y Amberes (especialmente esta se constituyó en el

centro del comercio mundial y allí concurrían alemanes, portugueses

y españoles a efectuar sus transacciones), convertidas en Venecias del

Norte, sirvieron de centros para la activación mercantil de los pueblos

escandinavos, eslavos y germanos. No pasaría mucho tiempo sin que

los comerciantes del Septentrión y del Mediodía completaran entre

ellos lo que desde hacía tiempo venía haciéndose entre el Levante y el

Poniente. En puntos intermedios de confluencia que fungieron como

centro de intercambio, comenzaron a producirse grandes ferias en numerosas

ciudades que operaron con todo tipo de garantías, seguridades,

exoneraciones y protecciones para quienes concurrieran a ellas. Si la

Europa medieval formaba en términos generales un sistema económico

cerrado cuyo único contacto era con el Oriente a través del comercio,

controlado monopólicamente por los venecianos, durante el siglo XIV

y a finales del XV este monopolio comenzó a declinar, en parte por el

saqueo que los turcos hicieron de Constantinopla en 1453, cerrándose

la antigua ruta comercial a Oriente, y en parte por el descubrimiento de

nuevas tierras por parte de españoles y portugueses en América, África e

India, todo lo cual hizo que el comercio se desplazara del Oriente hacia

el Occidente y del Sur al Norte de Europa, y que España, Portugal,

Inglaterra, Holanda y Bélgica cobraran importancia como potencias

imperiales, unas por la conquista de las armas y otras por el comercio.

Como bien expresa Crossman:




  

    Estamos en presencia del primer gran cambio. Las naciones occidentales

europeas han comenzado su carrera imperial, descubriendo nuevos continentes,

despojándolos de sus tesoros y ofreciéndoles en cambio el credo

católico. Como resultado inmediato, la costa occidental de Europa

se convirtió en el centro económico del mundo. Pero este rápido crecimiento

de riqueza (especialmente en plata), produjo convulsiones más

profundas. Las nuevas empresas mercantiles necesitaban capital; al mismo

tiempo se obtenían nuevas ganancias invirtiendo aquél en nuevas

empresas. La rápida expansión del comercio no podía adaptarse al sistema

económico localista del feudalismo y un nuevo sistema bancario

internacional comenzó a desarrollarse para satisfacer las crecientes necesidades

del comercio. Con la aparición de los banqueros y comerciantes,

en cada país surgió una nueva clase, los burgueses, que no eran ni reyes

ni aristócratas ni campesinos ni podían ser incluidos entre los artesanos

y los comerciantes locales de los días del Medioevo, ya que constituían

un cuerpo independiente del cual dependerían en breve todas las demás

clases, desde el rey hasta los siervos. La burguesía estaba esencialmente

constituida por las clases adineradas. Controlaban los medios de circulación.

Con su capital se financiaron las campañas militares de los reyes, y

fueron sus barcos los que navegaron en todas direcciones, siendo sus casas

comerciales las que efectuaron el tráfico de mercancías entre los países de

Europa (Crossman. 1978: 40-41).


  




  Definitivamente, la economía rudimentaria del feudo, caracterizada

por la incipiente producción de subsistencia, el modesto intercambio, el

pequeño comercio y el consumo frugal, resultaba desplazada por una economía

de grandes proporciones y de muchos mercados donde el dinero y los

metales preciosos, cómodos instrumentos de pago fácilmente acumulables,

transportables y aceptados por todos, sustituyen el trueque de mercancías.




  El tránsito a la ciudad




  Otro hecho sumamente importante lo constituyó el desplazamiento

de los habitantes de las aldeas y villas y de un sinnúmero de desarraigados

hacia las nuevas ciudades que iban surgiendo o a las que fueron

transformándose hacia finales del siglo X, a consecuencia de la evolución

de las actividades comerciales, agrícolas y artesanales. El solo hecho del

desplazamiento de un lugar a otro constituía ya una manifestación de

libertad. Contingentes heterogéneos integrados por mercaderes errantes,

siervos fugados cuyo origen nadie podía determinar y a quienes nadie

podía someter retrotrayendo a su situación original, artesanos sin clientela,

campesinos arrojados de la tierra por la implantación del sistema de

cercados o «limitaciones», nobles segundones desprovistos de heredad por

el sistema del mayorazgo, renegados religiosos y herejes, hijos de villanos a

quienes el padre no podía sostener, mercenarios sin guerras, trabajadores

temporeros cesantes, lacayos y sirvientes despedidos, prófugos, huérfanos,

abandonados, lisiados, pordioseros, aventureros, bandoleros, fulleros,

buscones y malvivientes de toda laya, aglomerados en masas sin reglas ni

control, comenzaron a integrar una sociedad distinta con un particular

régimen de convivencia:




  

    Pero bien pronto el espacio que las ciudades y los burgos ofrecían a esos

advenedizos cada vez más numerosos y estorbosos, al paso que la circulación

se volvía más intensa, ya no bastó para contenerlos. Tuvieron que

establecerse en las afueras de la ciudad y agregar al burgo antiguo uno

nuevo o, para emplear el nombre que se le dio con mucha exactitud, un

«foris burgus», es decir, un burgo de las afueras, un arrabal («faubourg»).

Así nacieron al lado de las ciudades eclesiásticas o de las fortalezas feudales,

aglomeraciones mercantiles cuyos habitantes se dedicaban a un género

de vida en perfecto contraste con las que llevaban los hombres del interior

del recinto (Pirenne. 1960: 37-38).


  




  Esta mezcla abigarrada produjo una sociedad distinta que, al apenas

echar base en las nuevas comunidades que comenzaron a formar, adoptó

un modo de vida en el que lo determinante fue la nueva actividad a la que

se dedicaban y no su relación con la tierra, ni siquiera con la religión ni

menos aún con el vasallaje, puesto que, indiferentemente de su mejor o

peor condición, se trataba de personas libres; más que libres, anárquicas;

gente sin autoridad y sin otra ley que los usos que se fueron dando y que

paulatinamente todos fueron aceptando; comenzaron por vivir improvisadamente,

al día, pero poco a poco los usos fueron consolidándose

para hacerse costumbres y después sistemas y leyes que los regularon. Ese

nuevo modo de vida también traería consecuencias económicas, políticas,

sociales y jurídicas de todo orden:




  

    Así, de grado o por fuerza, las villas y ciudades adquirieron o conquistaron,

unas desde el principio, otras en el transcurso del siglo XII, las constituciones

municipales que imponían el género de vida de sus habitantes.

Dichas constituciones nacieron en los «nuevos burgos», en los «portus»,

donde se aglomeraban los mercaderes y los artesanos, y se desarrollaron

con tal rapidez que se impusieron pronto a la población de los «burgos

viejos» y de las «ciudades» cuyos antiguos recintos, que rodeaban por

todos lados los barrios nuevos, se derrumbaron junto con el primitivo

derecho (Pirenne. 1960: 47).


  




  Hemos anotado que la tierra de villas y ciudades pertenecía a la

Iglesia, a los obispos, a los reyes y a los señores feudales. Conforme a los

cánones del derecho romano, la institución del dominium (dominio),

que precedía y llenaba la institución de la propiedad, tenía una extensión

amplísima concebida en los siguientes términos: Dominium est ius utendi

abutendi re sua quatenus iuris ratio partitur (Dominio es el derecho de usar

y abusar de la cosa propia hasta donde la razón del derecho lo soporta). En

cuanto al derecho de propiedad, se concebía en principio en los mismos

términos que en el derecho romano:




  

    Los jurisconsultos romanos no definen el derecho de propiedad, que escapa

a toda definición por su sencillez y extensión, pues es el derecho más

completo que se pueda tener sobre una cosa corporal. Se limitan a estudiar

los diversos beneficios que se obtienen de la propiedad […] tales

beneficios se resumen en el usus, el fructus y el abusus: a) El jus utendi o

usus, que es la facultad de servirse de la cosa y de obtener todas las ventajas

que pueda rendir fuera de sus frutos. b) El jus fruendi o fructus, derecho

de recoger todos los productos. c) El jus abutendi o abusus, es decir,

el poder de consumir la cosa, y por extensión, de disponer de ella en forma

definitiva, destruyéndola o enajenándola (Petit. 1940: 174).


  




  El derecho de propiedad concebido en estos términos absolutos,

casi sin ninguna limitación legal (los romanos no conocían la institución

de la expropiación por causa de utilidad pública y las pocas regulaciones

a la propiedad guardaban relación con su misma preservación y fortalecimiento

en atención a su coexistencia, tales como respetar distancias entre

edificaciones de fincas colindantes, no desviar el curso natural de las aguas,

etcétera), fue transmitiéndose a través de los siglos, prácticamente hasta

el siglo XVIII, sin experimentar mayores modificaciones en cuanto a su

amplitud. Al ser aplicada a la tierra esa concepción del derecho de propiedad,

comprendía su extensión en los mismos términos a todo aquello que

se encontrase por encima o por debajo de ella. Las reglas Cuis est solum,

eius est usque ad coelum et usque ad inferos (Al dueño del suelo le pertenece

lo que está por encima de él hasta el Cielo y debajo hasta el Infierno) y

Paria sunt iura supra terram et subtus terram (Iguales derechos hay sobre

la tierra que debajo de ella), autorizaba a determinar el uso del suelo y el

subsuelo, así como a fijar el cobro de impuestos por las actividades que se

realizaran en él y a establecer monopolios y concesiones diversas. Ya en la

Edad Media, la extensión del derecho de propiedad así concebido permitía

al propietario hasta controlar la administración de justicia fundamentándose

en las prácticas, costumbres y tradiciones locales en los asuntos que

se presentaran en el ámbito territorial de su propiedad. Por todas estas

circunstancias, dado que la tierra era la propiedad por excelencia, poseerla

significaba al mismo tiempo riqueza, poder, símbolo de distinción e

importancia. Esto explica la tendencia a adquirir, consolidar o extender

la propiedad solar ya mediante conquistas, ocupaciones, negocios jurídicos,

medidas gubernamentales o instituciones como el «mayorazgo» (que

impedía la partición de la propiedad de la tierra entre coherederos de la

misma estirpe, manteniendo indivisa la totalidad del dominio en cabeza

del primogénito), y explica también que todo el sistema jurídico-político

estuviera puesto a su servicio.




  Tanto el burgo laico como las denominadas ciudades episcopales,

que eran centros de administración eclesiástica regidos por obispos, de

gran importancia religiosa y política en un mundo enteramente religioso

como el medieval, tuvieron en cambio limitada importancia económica

no más allá de las actividades artesanales y el comercio para el suministro

de los bienes que necesitaban el culto, el clero y los habitantes; «el burgo

laico, lo mismo que la ciudad eclesiástica, subsisten, pues, únicamente

gracias a la tierra. No tienen ninguna actividad económica propia. Ambos

corresponden a la civilización agrícola. No se oponen a ella, antes bien, se

podría decir que sirven para defenderla» (Pirenne. 1960: 37).




  Pero como bien apunta Huberman, todo aquello era feudal, porque

se fundamentaba en la propiedad de la tierra y de los implementos de

trabajo, y tenía que cambiar por el hecho mismo de que la vida trasladada

del burgo a la ciudad y el paso de la economía incipiente de la aldea

a la más compleja y dinámica del comercio en los centros más poblados

también impulsaba modificaciones en todos los ámbitos. Aunque la tierra

fuese la misma y permaneciese en manos de los mismos dueños, el

cambio profundo que se había producido en la conducta y mentalidad

de quienes sobre ella se movían impuso de una u otra forma variaciones

sustanciales en su uso, en la reglamentación de las actividades que en ella

se efectuaban y en los derechos de propietarios y habitantes.




  

    Puede suponerse, que los obispos y los señores vieron que se estaban efectuando

cambios sociales de gran importancia. Puede suponerse que algunos

de ellos se dieron cuenta de que no podían colocarse en el camino de

esas fuerzas históricas. En unos casos ocurrió así, en otros no. Los hubo lo

bastante inteligentes para sentir lo que acontecía, sacaron el mejor partido

posible de ello y salieron bien al final. Pero no siempre todo pasó pacíficamente.

A través de la historia los que estaban en el Poder, bien instalados

en este, siempre usaron todos los medios para retener lo que poseían.

Un perro siempre pelea por su hueso. Y en muchos casos los señores feudales

y obispos (particularmente los obispos) clavaron sus dientes en el

hueso y no dejaron arrebatárselo, hasta que los obligó la violencia de las

gentes de las ciudades (Huberman. 1983: 45).


  




  No extraña que, a la larga, muchos señores feudales aceptaran el

nuevo estado de cosas en la misma medida en que, lejos de disminuir el

poder que desde siempre detentaron, obtuvieran entonces mayores provechos

económicos de sus dominios por el auge industrial y comercial, a

cambio de hacer algunas concesiones a la clase insurgente:




  

    ... pues a medida que la circulación se volvía más activa en las carreteras y

en los ríos y que la multiplicación de sus transacciones exigía el aumento

correspondiente del numerario, los ingresos de las alcabalas y de toda clase

de pontazgos, lo mismo que los de la moneda, alimentaban con mayor

abundancia el tesoro de los señores feudales. No es de sorprender, por lo

tanto, que estos hayan adoptado, en la mayoría de los casos, una actitud

benévola hacia las burguesías (Pirenne. 1960: 47).


  




  La Iglesia, en cambio, sin ningún beneficio económico que obtener

de la especulación comercial de la que por naturaleza desconfiaba, tenía

que aferrarse a un estado de cosas que la favorecía integralmente y a los

privilegios que de él se derivaban, porque el surgimiento de un nuevo

poder (el de la burguesía) o el acrecentamiento de otro coetáneo (el de los

señores feudales) no podía producirse sino en mengua del suyo propio.




  No obstante la propiedad de la tierra y los derechos de todo orden

que se derivaban a favor de su propietario eclesiástico o laico, numerosos

autores reseñan que el auge y la concentración de las actividades artesanales

y comerciales en determinados lugares experimentaron un desarrollo

simultáneo con, contra o a pesar de la voluntad de aquellos. Así como

los comerciantes necesitaban mercancías para vender, alguien tenía que

producirlas, y quienes las producían necesitaban quienes las comerciaran.

Este proceso, digamos que circular, estimulado recíprocamente, trajo

como consecuencia el desarrollo de ambas actividades, el consiguiente

acrecentamiento de la riqueza y los procesos de acumulación de fortuna.

Si inicialmente las incipientes actividades industriales y comerciales eran

casuales o intermitentes, permitidas por el señorío sobre los pocos bienes

excedentes, al aumentar los volúmenes tanto de producción como de consumo

facilitados por el comercio y convertirse en actividades de carácter

permanente, no podían ser ejercidas sino por personas enteramente libres

para producir en cantidad, calidad, diversidad y para comerciar sin el

estorbo de permisividades para cada circunstancia. Y estas imposiciones

de la realidad contribuyeron más que nada a que la libertad se abriese un

espacio cada vez mayor y que se cancelara toda posibilidad de retroceso.




  Cuando los comerciantes y artesanos plantearon sus primeras aspiraciones,

muchas de las cuales no serían posibles sino mediante conflictos,

no lo hicieron con intención de derribar el poder establecido y sustituirlo,

sino para lograr la propia protección y modificar las ya inaplicables

prácticas feudales que obstaculizaban las nuevas actividades comerciales

e industriales que la mayoría apreciaba como beneficiosas. El reclamo de

mayor libertad (para trasladarse de un lugar a otro, contratar, vender y

comprar, producir y transferir bienes, planteados como derechos independientemente

de que fueran o no considerados derechos naturales o

simplemente concedidos por la autoridad) no significaba un requerimiento

de participación política o gubernamental, sino meramente mayor laxitud

y menos trabas en el trabajo y el comercio que, por de pronto y en

la mentalidad de quienes anhelaban los cambios, ninguna relación guardaban

con los asuntos públicos. Como siempre ha ocurrido a través de

la historia, es clara la precedencia de los asuntos económicos respecto de

los políticos. «A falta de una tutela superior y común —escribe Guido de

Ruggiero— las fuerzas aisladas intentan procurarse una protección por sí

mismas, juntándose de acuerdo con su afinidad más cercana, logrando así

aquella seguridad indispensable para la expansión de su actividad». Esas

fuerzas aisladas hallarían ocasión de acordarse entre sí al percatarse de que

resultaba más fácil acrecentar el poder económico cuando se detentaba o

controlaba el poder político, y que las actividades para generar y multiplicar

la riqueza hallarían campo más propicio si el poder político se ponía a su

servicio en vez de mediatizarlas o adversarlas. Esta evolución, representada

en varias etapas, es la misma que ha experimentado el pensamiento

liberal en su relación con el Estado: en una primera, manteniendo una

actitud sumisa ante él, seguidamente tolerándolo, luego negociando con

él, posteriormente controlándolo y, finalmente, cuestionándolo y combatiéndolo

como enemigo natural.




  A la concesión de pequeñas libertades iniciales otorgadas por los

señores a los habitantes de sus tierras, dedicados en número creciente a la

industria, el comercio y actividades conexas, concesiones que no hicieron

por razones altruistas sino por la imposibilidad de resistirse a los cambios o

porque descubrieron que cediendo todo o parte de sus privilegios podían

obtener mayores ganancias, seguirían otras mucho más importantes, desde

la tolerancia de prácticas que fueron consolidándose como costumbres y

se convirtieron en auténticos derechos a favor de los ciudadanos, hasta el

otorgamiento de privilegios y derechos mediante «Cartas», con la fuerza

constitucional que en aquella época contenían tales instrumentos. Hubo

centros con total independencia y autonomía, como las ciudades-estado

de Italia y Flandes, comunas y villas con altos grados de libertad en las que

el señor feudal era apenas un símbolo o una instancia consentida por los

ciudadanos, hasta llegar a otras en las cuales, aún bajo el dominio del feudatario,

los habitantes iban obteniendo sucesivos beneficios. No tardarían

en aparecer los monopolios comerciales e industriales y las asociaciones

gremiales, al principio como mecanismos de protección de iguales que se

dedicaban a un mismo oficio y luego como auténticas logias cerradas y

excluyentes para privilegiar a los agremiados sobre otras personas que se

dedicaban a la misma actividad; para regular los volúmenes, características,

calidad y hasta los más insignificantes detalles de la producción, certificándolo

todo mediante un sistema sumamente complejo y riguroso de

controles y sanciones; y para reducir en lo posible la competencia dentro

de un mismo oficio, ya limitando el número de empleos, ya extendiendo

los lapsos de aprendizaje obligatorio, ya subyugando y explotando a

la mayoría dentro del mismo gremio o actividad comercial. El clero y la

nobleza, que durante tanto tiempo habían gobernado mediante la tierra,

poco a poco resultaron desplazados por la ascendente clase media, que

en su actividad industrial producía manufacturas, como comerciante

negociaba las mercaderías y como dueña del dinero financiaba todas

las actividades productivas. En unos y otros casos, en grados mayores o

menores, el feudalismo iba quedando atrás.




  Aportes del sistema medieval al liberalismo




  Contra la creencia generalizada, los principios políticos prevalecientes

durante la Edad Media no fueron el absolutismo y la concentración

del gobierno sino la autoridad limitada del monarca y la disgregación del

poder. En el Medioevo, la mayor parte del poder era ejercida por la Iglesia

y los señores feudales, es decir, que el poder no se ejercía unipersonalmente

ni de modo centralizado ni de manera absoluta. En muchos casos el

propio rey era considerado una especie de instancia de apelación o uno

más entre los señores feudales, con mayores gastos y con menos tierra,

riqueza y siervos que la Iglesia y otros señores feudales. Y aunque también

existe propensión a considerar que, en términos generales, la Edad Media

constituyó una época sombría en la historia de la humanidad, quizá por el

ambiente refractario, impregnado de una religiosidad que todo lo copaba,

en el sistema medieval se descubren aportes significativos al liberalismo,

evidentemente mayores a los de la época del absolutismo. Gray destaca que

la principal contribución del período medieval al liberalismo no se produjo

en el ámbito de la teoría sino que se trata más bien de una contribución

heredada de las tradiciones prácticas del gobierno descentralizado y de

la ley imparcial, así como del denominado constitucionalismo medieval,

eclipsados en la Europa continental por el surgimiento de la temprana

monarquía absolutista moderna. En ese orden, la descentralización en todos

los ámbitos, la inexistencia de un poder único y uniforme, la consiguiente

dispersión del poder y la existencia de autonomías locales que caracterizan

al Medioevo, reseñados como aportes al pensamiento liberal posterior,

resultaron fulminados con el establecimiento de la monarquía absolutista

fuertemente centralizadora y unificadora. Según Gray (1994: 29), «la

disolución del feudalismo como sistema social significó, en gran medida,

la pérdida de estas tradiciones, si bien en Inglaterra pasaron a la modernidad

a través de la Revolución Gloriosa, y fueron objeto de interpretación

y aplicación más fuertemente individualistas». Vistas con la óptica liberal

contemporánea y gracias a las comparaciones que el transcurso del tiempo

permite, las instituciones medievales, en los aspectos citados, resultan más

«modernas» y favorecedoras de la formación del espíritu liberal que las

instituciones posteriores del absolutismo monárquico sucesor del régimen

feudal. Como se advierte a lo largo de la teoría liberal, postulados como

la separación y el equilibrio de poderes, la disgregación del poder (la

«existencia autónoma de pequeños batallones» a la que se refería Edmund

Burke), el Estado Constitucional Mínimo, el individualismo y el rechazo

a todo planteamiento que los contradijese constituyen fundamentos

de su filosofía y son necesariamente más «modernos» para dicha teoría,

independientemente de la época y circunstancias en que tales postulados

hubiesen sido formulados.




  Capítulo III




  El fin del imperio medieval y la aparición del Estado-nación




  La secularización del pensamiento que se produjo hacia finales

de la Edad Media fue determinante en la disolución del imperio, primeramente,

luego en el reforzamiento y posterior decaimiento del

feudalismo y, finalmente, en la aparición del Estado moderno, representado

en numerosos Estados independientes variables en extensión

territorial y población. La ingobernabilidad de ese artificio gigantesco

que constituyó el Sacro Imperio Romano Germánico, unificado bajo

la corona de Carlomagno, mezcla confusa en la que se contabilizaban

«siete electorados, treinta y tres soberanos de dinastías alemanas, unos

treinta no alemanes, ciento siete condados, cuatro arzobispados, cuarenta

y seis obispados, sesenta y tres abadías, trece monasterios y ochenta

y cinco ciudades libres, todos ellos “inmediatos”, es decir, soberanos,

sometidos teóricamente a un Emperador al que solo obedecían si él les

compraba su consentimiento» (Erlanger. 1986: 60), conformaban una

heterogeneidad humana esparcida en una vastedad territorial de difícil

comunicación, con diversidad de lenguaje, costumbres, tradiciones,

necesidades, intereses y usos, sumando las condiciones más propicias

para la disgregación del poder y la consiguiente formación de numerosos

nuevos Estados. En la ulterior desintegración de semejante imperio,

igual a como acontecería con los imperios coloniales de la época

moderna y contemporánea, influyeron decisivamente hechos como el

reforzamiento de la conciencia y unidad local o regional alrededor de

circunstancias comunes (identidad de intereses geográficos, sociales, religiosos,

económicos, históricos, lingüísticos y étnicos, al mismo tiempo

que fuertes sentimientos de rechazo al extranjero), la imposibilidad de

conjugar realidades diametralmente distintas bajo una misma autoridad

y, finalmente, el hecho de existir cierta relación entre el debilitamiento

del imperio y la unificación y fortalecimiento de Inglaterra, Francia y

España, lo cual significaba que ciertas naciones podían llegar a convertirse

en potencias alternativas y en esa misma medida considerar cada

vez más insolentes las pretensiones del Papa y el emperador. En el campo

del humanismo y las artes, fue el Renacimiento quien hizo la faena de

horadar definitivamente la integridad medieval porque, mucho más que

un simple retorno a las fuentes originales del clasicismo prescindiendo

del canal de transmisión del cristianismo, que había tamizado a su conveniencia

las prodigiosas creaciones de la Antigüedad, constituyó en lo

político, según dice Chevallier, el derrumbe definitivo de la majestuosa

construcción medieval que reposaba en la doble autoridad del Papa en

lo espiritual y del emperador en lo temporal.




  Erlanger, al referirse al empeño de Carlos V por reivindicar los

dominios del antiguo imperio y acrecentarlos con anexiones y conquistas,

describe la situación patéticamente:




  

    El sucesor de Carlomagno no tenía poder real más que en sus dominios

patrimoniales y, dado el caso, gracias a su tesoro. El espíritu feudal había

triunfado sobre la Corona […] En todas partes había disputas entre nobles,

burgueses, caballeros, obispos, abadías, ciudades libres […] Las controversias

de Lutero con los teólogos ortodoxos inquietaban los espíritus.

Algunos exigían ya la confiscación de la iglesia, cuya riqueza producía

graves escándalos. Las revueltas campesinas estallaban sin cesar. A pesar

del deterioro de la dignidad imperial, de la situación casi ridícula de un

césar menesteroso y sin poder, no había mermado en lo más mínimo su

aureola mística. Si bien la evolución del mundo obligaba al viejo imperium

a dar marcha atrás ante el nacionalismo y la independencia territorial,

su irradiación moral seguía prácticamente intacta. Su poder material

había caído muy bajo en tiempo de Maximiliano. No obstante, este había

comenzado a darle cierta consistencia introduciendo una administración

coherente en los dispersos dominios de los Habsburgo. Dos elementos

contribuyeron a dicha restauración: por una parte, la efervescencia social,

la agitación de los campesinos, que buscaban en el Emperador un recurso

frente a los abusos de los príncipes; por el otro, el miedo al Islam, frente

al que la Cristiandad parecía perdida si no volvía a formar un bloque

homogéneo (Erlanger. 1986: 60).


  




  Crossman es más explícito definiendo la situación político-religiosa

medieval, en la que el Sacro Imperio Romano Germánico, al menos teóricamente,

constituía la institución política fundamental:




  

    La institución política que corresponde a esta noción de la ley (es decir, a la

naturaleza universal de la ley), era el Sacro Imperio Romano Germánico.

La estructura del sistema feudal la constituían la Iglesia Universal, la Ley

Universal y el Emperador Universal, una perfecta trinidad que reinaba

sobre la Europa occidental. El Papa y el Emperador se dividían la autoridad

que estuvo unida antes bajo los emperadores romanos; el primero

actuaba como el supremo señor espiritual, y el segundo en la misma calidad,

pero en lo temporal. De esto resultaba que la posición del Emperador

era más incierta que la del Papa. No solo tenía que luchar contra los avances

del Papado, sino también contra la independencia territorial de los

distintos reyes y príncipes. De hecho, el poder del Emperador (generalmente

centralizado en Alemania), variaba enormemente en intensidad,

y según el tiempo. Difícilmente se hacía sentir en países como Inglaterra.

Un poeta como Dante, podía escribir acerca de un Emperador romano

restaurado a la gloria e influencia de pretéritos días gloriosos, pero esa

síntesis era soñar despierto en un mundo de comunicaciones primitivas

y de lealtades contrapuestas. Mientras la Iglesia sí ejercía un verdadero

control universal, los emperadores solo estuvieron aspirando a él, viéndose

dolorosamente sorprendidos cuando trataban de ejercerlo. Desde

el año 1300, el crecimiento y la unidad nacional de Francia, España e

Inglaterra bajo monarcas locales, puso término a dichos sueños, y entonces

comenzó una lucha real entre los reinos nacionales y la Iglesia Imperial

(Crossman. 1978: 26-27).


  




  El Papa y el emperador




  El Medioevo tenía sus temas, sus pensadores y sus ideólogos, como

tenía reyes, estamentos sociales y guerras. En opinión de Heller, la literatura

política de la época en que Europa sale del Medioevo consagra

su atención a dos problemas: el primero es si el Papa tiene el derecho

de nombrar y deponer al emperador romano, y el segundo, relacionado

con el anterior, es si el emperador manda sobre toda la cristiandad y,

por tanto, también sobre todos los príncipes extranjeros. Heller destaca

que «el moderno Estado soberano nace de la lucha de los príncipes territoriales

para la consecución del poder absoluto dentro de su territorio,

contra el emperador y la Iglesia, en lo exterior, y con los poderes feudales

organizados en estamentos, en lo interior». Es decir, que en razón

de su propia autonomía y en el empeño de cada cual por ampliar su

ámbito de influencia, todos los poderes medievales querían liberarse de

cualquier poder superior: el emperador, del Papa; los príncipes territoriales,

del emperador; los señores feudales, de los príncipes; los villanos

y burgueses, de los señores feudales. Para Heller (1983: 32), aunque «la

cuestión de las relaciones entre el poder espiritual y el temporal pasa a

un segundo plano, y el problema que se plantea entonces y que viene

siendo, hasta hoy, el fundamental, tiene carácter político inmanente, y es

el de la disputa por el poder entre el soberano y el pueblo», es decir, una

lucha por la titularidad y ejercicio de la soberanía, todavía seguía patente

el conflicto entre el poder espiritual y el temporal, que evidentemente

tenía implicaciones políticas muy profundas e influía en la cuestión de

la soberanía entre fuerzas de naturaleza secular. Los gananciosos de esas

confrontaciones, al cabo de resentirse el poder del papado y desplomarse

el del imperio y el de los señores feudales, fueron los príncipes territoriales,

que construyeron monarquías absolutistas fuertemente centralizadas.

Debe precisarse muy bien que Heller se refiere a la situación del

debate y a la literatura política consiguiente en la «Europa que sale del

Medioevo», porque el debate filosófico y político en la época medieval

gira fundamentalmente en torno a las pugnas entre el poder espiritual

y el poder temporal. El desarrollo y el epílogo de estas pugnas tuvieron

gran importancia en la secularización de la sociedad y en la aparición y

evolución del liberalismo.




  Situación de la Iglesia antes de la Reforma




  Para cuando se inicia la Reforma, la Iglesia distaba mucho de ser la

institución monolítica, apacible y acatada que el común observaba desde

el exterior, como lo demuestran los escritos de Juan de París, Marsilio de

Padua y Guillermo de Occam, el Gran Cisma de Occidente —que comenzó

en 1377 y concluyó en 1417—, la tendencia denominada «movimiento»

o «partido de los conciliares», sublevaciones como las de Wycliff y Huss

e infinidad de panfletos y opúsculos contra la Iglesia y la jerarquía, provenientes

de frailes y predicadores de la institución, que por tal origen

se consideraron verdaderamente subversivos y llegaron a alcanzar gran

difusión y aceptación popular. Mucho antes de esos hechos:




  

    ... desórdenes de todo tipo habían debilitado considerablemente a la iglesia

en los finales de la Alta Edad media. Al comienzo del segundo milenio

la situación continuaba agravándose. La simonía —palabra derivada

del nombre del mago Simón, que, tal y como lo narran los Hechos de los

Apóstoles, había ofrecido dinero para hacerse admitir en el seno del cuerpo

apostólico de la iglesia naciente— era una práctica corriente en la atribución

de sedes episcopales y abaciales. El rey y, a partir del siglo XI, los

señores distribuían los obispados y abadías, que comportaban a la vez una

función religiosa y un dominio temporal, a los candidatos que les ofrecían

las mayores sumas de dinero y las prendas más seguras de fidelidad.

El abandono por el pueblo cristiano del principio de elección de los dignatarios

eclesiásticos, en beneficio de una designación por el príncipe, trajo

consigo profundas confusiones (Touchard. 1972: 125).


  




  La historia de la Iglesia da cuenta de papas ilustres angustiados

por la situación interna de la institución (Nicolás II en el Concilio de

Letrán de 1059 y sobre todo Gregorio VII, que accede por aclamación

de la jerarquía y de todo el pueblo cristiano al trono pontificio en 1073),

quienes se constituyeron en verdaderos impulsores de una reforma desde

adentro, tanto para limpiar la Iglesia de aberraciones mundanas como para

liberarla de influencias del poder temporal a las que se hallaba sometida.




  Hemos señalado que durante mucho tiempo, antes y después de

la Reforma, los asuntos que prácticamente coparon el debate filosófico y

político medieval, muy por encima de los de carácter económico, fueron los

atinentes a las controversias entre el imperio teológico y el imperio secular,

que es lo mismo que decir entre el absolutismo espiritual eclesiástico y

el absolutismo temporal laico, y, además, el conflicto que se presentó en

el seno de ambos absolutismos a propósito de los ideales constitucionales

de gobierno. Pero, además, un conflicto en torno a la pretensión de

ambos absolutismos por extender su poder al ámbito del otro, esto es,

el absolutismo eclesiástico con pretensiones en el ámbito temporal y el

absolutismo laico con pretensiones en el ámbito espiritual. La temática

podríamos desglosarla así: 1) el conflicto sobre la preeminencia entre la

autoridad y los poderes del Papa y la autoridad y el poder del emperador;

2) el conflicto entre el Papa y los príncipes regionales; 3) el conflicto en el

seno de la Iglesia entre el Papa y la jerarquía frente al bajo clero y los fieles

integrantes del universo de la Iglesia o Iglesia llana; 4) el conflicto entre

el emperador y los príncipes regionales; 5) el conflicto entre los príncipes

regionales y sus vasallos feudales representativos de los estamentos del

poder medieval, y 6) el conflicto entre los vasallos feudales y los villanos,

burgueses y vulgo radicados en su jurisdicción.




  También nos hemos referido a la concepción medieval de la Iglesia

universal, regida por el Papa, y el imperio universal, regido por el emperador

laico, pero no suficientemente al conflicto entre el Papa y los príncipes

regionales, disputa en la que se hace presente hacia el siglo XV el para

entonces novedoso tema del sentimiento nacional, que vendría a favorecer

a los príncipes en su controversia frente a las pretensiones de la Iglesia

universal. Con el famoso Edicto de Milán del año 313, promulgado por

el emperador Constantino, que concede al cristianismo el mismo rango

de licitud que tenía el antiguo culto romano, comienza su apogeo y una

etapa de tolerancia religiosa, auge brevemente interrumpido por el reinado

de Juliano el Apóstata, de quien se ha dicho que era idealista como pocos

emperadores romanos lo fueran y demasiado humano para combatir el

cristianismo con persecuciones sangrientas, pero, no obstante, demonizado

por la historiografía cristiana por haber adoptado algunas medidas

contra la Iglesia, fundamentalmente en el campo económico, destinadas

a reintegrar los bienes confiscados por el cristianismo a los cultos paganos.

Se señala el año 392 como la fecha del triunfo histórico del cristianismo,

al haber sido declarado por el emperador Teodosio religión única y oficial

del imperio, y el año 375 como línea divisoria entre la Antigüedad y la

Edad Media, atribuyéndose a la religión cristiana haber sido una de las

fuerzas determinantes en la caída del mundo antiguo, caracterizado por

el paganismo grecorromano. Otros historiadores sitúan en el hecho concreto

de la invasión germana y el derrocamiento del último emperador

romano de Occidente, y en una fecha más precisa, el año 476, la línea

divisoria entre ambas etapas.




  El poder papal fue heredero de la hegemonía que tuvo el cristianismo

como religión única de Occidente desde finales de la Antigüedad

hasta que se produjo la Reforma, y resultado necesario de la vasta organización

eclesiástica que requería un gobierno fuerte, vertical y expeditivo.

Ese poder, el absolutismo más antiguo y el único que se mantiene prácticamente

intacto, experimentó sus altibajos y afrontó ciertas tendencias

desintegradoras que, según Sabine, se produjeron en tres distintas oleadas:

la primera de ellas, representada en la controversia entre el Papa y el reino

de Francia desde 1296 hasta 1303, circunstancia en la cual la cohesión

nacional detuvo la pretensión imperial papal y confirmó la supremacía del

reino como sociedad política independiente del poder espiritual. El asunto

se centró en la decisión de Felipe IV de Francia (Felipe el Hermoso),

siempre apremiado por la ruina de las arcas del reino, de imponer tributos

a la Iglesia y clero franceses, basado en el hecho indiscutible de que todas

las riquezas y bienes materiales situados en el reino constituían asuntos

estrictamente temporales y, por consiguiente, del ámbito secular, independientemente

de la condición del propietario y de la destinación que

se les diera, por más que se admitiese que la propiedades eclesiásticas eran

indispensables para el cumplimiento de los superiores fines espirituales de

la Iglesia. Por la bula Clericis laicos de 1296, Bonifacio VIII declara ilegal

semejante imposición, ratifica el principio de intangibilidad de los bienes

eclesiásticos y prohíbe al clero francés erogación alguna de tales tributos.

El sentimiento nacional, al que ya hicimos referencia, independientemente

del hecho de que durante todo su reinado Felipe IV se hubiese

complicado en disputas impopulares con todos los órdenes ciudadanos a

propósito de su voraz política impositiva, hizo no solo que se cumpliera

plenamente en este caso la disposición tributaria real, sino que toda la

nación francesa y el clero tomaran partido al lado del príncipe, no por

razones ideológicas o patrióticas, sino por la circunstancia absolutamente

material de que mientras más impuestos pagara la Iglesia para llenar las

arcas del príncipe, menos tributos se cargarían sobre el pueblo. Y una vez

más, la insistencia papal en defender las cuantiosas riquezas de la Iglesia

puso en discusión el espinoso asunto de su enorme patrimonio material,

flanco que, además de hacerla particularmente vulnerable y generarle infinitas

antipatías, sería tema en el que no dejarían de insistir sus adversarios

hasta mucho después de la Reforma. La incompatibilidad entre la pobreza,

prédica constante del cristianismo, y la opulencia de la institución y el

clero, que tanto ofendía a los creyentes porque contrariaba abiertamente

el predicamento evangélico, siempre constituyó mejor argumento que el

de la jerarquía cuando insistía en la necesidad de que la Iglesia poseyese

riquezas para cumplir cabalmente con los superiores fines espirituales que

le estaban encomendados.




  Veinticinco años después —y esta constituye, en opinión de Sabine,

la segunda oleada— se produce la controversia entre el papa Juan XXII,

radicado en Aviñón, y Luis de Baviera, en torno al reconocimiento de su

elección como emperador, conflicto que se inició en 1323 y concluyó en

1347 con la muerte de este. Basada en la tradición absolutista de los grandes

papas, como Inocencio III e Inocencio IV, y en instrumentos como la

bula Venerabilem, de 1202, Roma insistía en pronunciar la última palabra

en elecciones imperiales y reales, constituir instancia decisoria en todas

las controversias seculares y «hasta había pretendido poder confirmar los

tratados y acuerdos celebrados entre los gobernantes y de juzgar las cuestiones

a que dieran origen, basándose en la teoría de que la Iglesia tiene

especial jurisdicción sobre los juramentos» (Sabine. 1981: 205). Facultades

diversas, mayores y menores, extendidas hasta el alcance de la imaginación

de los canonistas, que atribuían al poder eclesiástico un sinfín de competencias

de todo género, como la tutela sobre las viudas y los menores,

poderes especiales para reprimir como herejía todo lo que se le ocurriese,

el derecho de confiscar bienes privados y despojar de cargos y dignidades

seculares, inspeccionar la administración de justicia civil e incluso conocer

en sus propios tribunales ciertos o supuestos casos de denegación de

la justicia común, cobrar impuestos onerosos y tarifas impagables por

impartir hasta el último sacramento, tenían por finalidad extender hasta

donde fuese posible la plenitudo potestatis que tenía el Papa por ser vicario

de Cristo y titular del único poder de origen verdaderamente divino. Como

dice Sabine, «la esencia de la teoría consistía, pues, en reclamar para el

Papado un poder único, tanto en la propia Iglesia como en las relaciones

entre esta y los poderes seculares, poder superior y de diferente clase que

el ejercido por cualquier otra autoridad». Conforme a este orden absolutista,

si bien la Iglesia admite la existencia de funciones distintas a ser

ejercidas, la mayoría por el poder espiritual y las restantes, las menos, por

el poder temporal, pretende también determinar estas: hasta la espada de

los reyes debe usarse por orden y con permiso de los sacerdotes, tal como

lo ordena la bula Unam sanctam de Bonifacio VIII de 1302, «la posición

más extremista que haya tenido el imperialismo papal en un documento

oficial», evidentemente inspirada en la célebre Teoría de las Dos Espadas

de san Bernardo de Clairvaux (1091-1153), de quien se ha afirmado que

solo desarrolló dicha teoría, puesto que había sido expuesta originalmente

por el papa Gelasio I en tiempo tan remoto como el año 494, cuando

afirmó que el sacerdotium y el imperium constituyen los dos poderes que

gobiernan al mundo, siendo el sacerdotium el más importante porque es

el instrumento de salvación del alma, expresando además la independencia

del papado en materias de fe con respecto al emperador y al concilio.

Conforme a la Teoría de las Dos Espadas, «la espada espiritual y la espada

material pertenecen a la iglesia: pero ésta debe empuñarse para la iglesia, y

aquélla por la iglesia; una está en manos del sacerdote, la otra en manos del

soldado, pero a las órdenes del sacerdote y bajo mandato del Emperador»

(Touchard. 1972: 150).




  A propósito de estas controversias, surgieron argumentos a favor

y en contra de un poder concebido en tales términos. Egidio Colonna,

conocido como Gil de Roma, escribió alrededor de 1302 una célebre

obra, De ecclesiastica potestate, en la cual llega a afirmar que «no hay propiedad

ni uso de la propiedad que sean legítimos, ni ejercicio legítimo

de la autoridad civil, a menos que quien la tenga se someta a Dios, y no

puede estar sujeto a Dios si no se somete a la iglesia» (Sabine. 1981: 207).

Si bien Colonna afirma el principio de que existen el poder temporal y el

espiritual y de que en ciertos casos este puede intervenir sobre aquel, es

tan larga la lista de esos casos especiales que prácticamente nada queda a

salvo de la intervención papal. Conocedor de las desviaciones y descrédito

del poder pontificio que desea a todo trance justificar, Colonna tiene en

su obra el cuidado de preservar la institución, afirmando el principio de

que la autoridad del pontífice es inherente al cargo, independientemente

de las condiciones personales de quien lo ejerza. Esta obra, la más autorizada

para fundamentar el absolutismo papal y el origen divino del poder

espiritual, serviría en su momento para justificar el absolutismo regio,

como las mismas críticas que se hicieron al absolutismo papal, invocando

las tradiciones, el constitucionalismo, las costumbres, el principio

aristotélico de la suficiencia autárquica de la sociedad y el de la soberanía

popular servirían en su momento para discutir y abatir el principio del

absolutismo regio, se considerase o no de origen divino. Otros autores,

como el dominico Agostino Trionfo y el franciscano Álvaro Pelayo, siguen

la misma línea de defensa del teocratismo papal, afirmando que el pontífice

recibe directamente de las manos de Dios la plenitudo potestatis, lo

cual lo convierte en quasi Deus y confirma su superioridad por encima

de cualquier otra individualidad o institución en todos los ámbitos espirituales

y temporales.




  En la misma época pero en el extremo opuesto a Colonna y demás

alineados en la tendencia del teocratismo papal, Juan de París, dominico

francés, en su obra De potestate regia et papali de 1302-1303, desarrolla

diferencias entre la universalidad de la Iglesia y los intereses diversos y

específicos de las sociedades civiles, que por eso mismo no tienen por

qué estar subordinadas bajo una misma cabeza, con lo cual cuestiona

también la autoridad del emperador universal y afirma el principio de la

independencia de los reinos. El solo orden expresado en el título anticipa

el contenido de la obra de Juan de París: tratándose de potestades, primero

la regia y después la papal. Para Juan de París, la validez de la comunidad

aristotélica autosuficiente está representada en los distintos reinos, por lo

cual es perfectamente válida la diversidad y multiplicidad de estos; sostiene

la primacía del poder secular, por ser más antiguo y precedente a cualquier

sacerdocio; confirma que el gobierno civil de Aristóteles, principio compartido

por Santo Tomás, es esencial para el ideal de vida buena; admite

la propiedad eclesiástica, pero atribuye al poder secular la competencia de

reglamentarla, ya que esa propiedad, por lo demás, es de la comunidad, no

es del Papa ni de los clérigos, quienes apenas la administran y responden

por ella; también admite la existencia de dos autoridades, la temporal y la

espiritual, ambas derivadas de Dios; atribuye a todos los obispos la misma

jerarquía espiritual del Papa, por lo cual el primado de este es apenas asunto

de organización administrativa de la Iglesia; dice que si un Papa puede

ser investido por determinado procedimiento jurídico, del mismo modo

puede ser destituido; el Papa puede abdicar y también puede ser depuesto

por el concilio o por el colegio de cardenales en caso de mala conducta

incorregible; así como los parlamentos feudales tienen facultades ante el

rey, el colegio de cardenales, en idéntica relación, la tiene ante el pontífice;

finalmente, afirma que la autoridad espiritual de la Iglesia reside en ella

misma como cuerpo y ninguna personalidad está por encima del universo

cristiano. En resumen, los argumentos empleados por Juan de París para

defender la resistencia al absolutismo papal son iguales a los que utilizan

los escritores medievales para justificar la resistencia al absolutismo regio.
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